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RESUMEN: La presente investigación 
pretende visibilizar la labor de los 
organismos de protección de los derechos 
humanos como garantes y defensores de la 
sociedad; se analizan las características de 
las recomendaciones y su efectividad en la 
reparación del daño provocado por 
violaciones a los derechos humanos. La 
metodología utilizada parte del enfoque 
cualitativo socio-jurídico, basado en la 
búsqueda, revisión y análisis de los 
ordenamientos jurídicos, informes 
gubernamentales e investigaciones que 
contemplan la reparación del daño por 
violaciones a derechos humanos y la 

 ABSTRACT: This research aims to 
highlight the work of human rights 
protection institutions as guarantors 
and defenders of society. It analyzes 
the characteristics of human rights 
recommendations and their 
effectiveness in repairing harm caused 
by human rights violations. The 
methodology used is based on a socio-
legal qualitative approach, relying on 
the search, review, and analysis of 
legal provisions, government reports, 
and studies that address reparation for 
harm caused by human rights 
violations and the responsibility of 
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responsabilidad de las autoridades, bajo la 
crítica del principio de efectividad de los 
derechos humanos. 
La reparación del daño por violación a los 
derechos humanos subsiste a pesar de que 
las autoridades no acepten las 
recomendaciones formuladas por los 
organismos de protección de los derechos 
humanos. La reparación integral del daño 
se posiciona como un derecho autónomo 
para las víctimas de violaciones a derechos 
humanos; este artículo de investigación 
ofrecerá un aporte para que las y los 
operadores jurídicos se encuentren en 
posibilidad de implementar vías de litigio 
que permitan exigir la indemnización -
medida de compensación- ordenada vía 
recomendación de los organismos de 
derechos humanos, lo que permitirá 
avanzar en la garantía del derecho 
fundamental a la reparación integral. 
Palabras clave: Derechos humanos; 
reparación integral del daño; 
recomendaciones. 

authorities, under a critique grounded 
in the principle of effectiveness of 
human rights. 
Reparation for harm resulting from 
human rights violations persists even 
when authorities do not accept the 
recommendations issued by public 
human rights protection institutions. In 
this sense, full reparation is positioned 
as an autonomous right for victims of 
human rights violations. Therefore, 
this research article provides a 
contribution enabling legal 
practitioners to implement litigation 
strategies that allow them to demand 
compensation—an essential 
reparation measure—ordered through 
recommendations issued by human 
rights institutions. This will help 
advance the guarantee of the 
fundamental right to full reparation. 
Keywords: Human rights; Full 
reparation; recommendations. 

 
SUMARIO: Introducción. 1. los organismos constitucionalmente autónomos de derechos 
humanos. 2. La reparación integral a través de las recomendaciones de derechos humanos. 
3. Efectividad de las recomendaciones en materia de derechos humanos. Conclusión. 
Fuentes de Consulta. 
 

Introducción 
El actual panorama social, jurídico y político en México exige observar con cautela el 
desarrollo y la subsistencia de ciertas instituciones encargadas de la defensa de la 
ciudadanía. En tal tesitura, en el presente documento se pretende visibilizar la fundamental 
labor que desarrollan los Organismos Públicos de Protección de Derechos Humanos, que les 
caracteriza como garantes y defensores de la sociedad. Por ello resulta pertinente el análisis 
de los documentos que por excelencia emiten, esto es “las recomendaciones”, 
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específicamente por cuanto se refiere a la reparación de los daños provocados por las 
violaciones a derechos humanos. 

Se partirá de la premisa de que la obligación de reparar los daños subsiste a pesar de que 
las autoridades se decanten por no aceptar las recomendaciones que les son emitidas, 
consolidando la reparación integral de los daños, como un derecho humano autónomo de 
las víctimas. Para sostener el planteamiento señalado, el contenido de la investigación se 
estructura de tal forma que sostiene la valía y viabilidad de las funciones de los organismos 
de protección de los derechos humanos, al recordar uno de sus fines más importantes: la 
reparación integral. Se aborda el origen y la naturaleza de corte constitucional, de las 
recomendaciones, evaluando su efectividad ante una eventual no aceptación de las 
autoridades, citando criterios que podrían dotar de fuerza a las determinaciones en 
comento. 

Del mismo modo, se proporcionan elementos sustanciales para que las y los operadores 
jurídicos, tengan estrategias a su alcance para implementar litigio estratégico, que les 
permitan obtener indemnizaciones, compensaciones y otras medidas, vía reparación 
integral del daño, garantizando así la vigencia del derecho humano a la reparación integral 
de las víctimas. Por medio de un enfoque cualitativo socio jurídico, empleando la búsqueda, 
revisión y análisis de diversos documentos jurídicos; concatenando tales hallazgos con 
informes gubernamentales e investigaciones académicas referentes a la reparación integral 
del daño; y al tenor del principio de máxima efectividad de los derechos humanos. Se 
propone un análisis del marco teórico, a partir de la evolución histórica del Ombusperson, 
en la Constitución Sueca, hasta su positivización en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Se expone, además una discreta, pero latente distinción entre los sistemas judiciales y no 
judiciales de protección de los derechos humanos, planteando la cuestión de la presunta 
“debilidad” de las recomendaciones al no contar con fuerza vinculatoria directa, frente a las 
sentencias que si cuentan con ella. Como se dice comúnmente en el ámbito jurídico: “los 
hechos notorios no están sujetos a prueba”, al respecto, el pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN) estimó en la tesis de jurisprudencia P./J. 74/2006, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Tomo XXIII, de junio de 2006, a 
página 963, que: 

deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se consideran ciertos e 
indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la 
vida pública actual o a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que 
toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho 
notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros 
de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no 
hay duda ni discusión; de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento 
público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el procedimiento. (SCJN, 2006, párr. 1). 



 

 

 
pp. 9-29 

12 
 

 

 

 

Artículo: “La reparación del daño en las 
recomendaciones de derechos humanos” 

Jessica Calderón García e Iván Andrés Flores Cano 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2667  
Número 14 
julio-diciembre 2026 

Basta con dar un ligero vistazo a lo que ocurre en el panorama social-jurídico-político 
mexicano, para que cualquier persona con una saludable dosis de criterio, advierta que 
“algo” sucede con las instituciones jurídicas, y que ese “algo”, debe ser observado con 
cautela, ya que las implicaciones, al menos hasta este momento, son insospechadas. 
Constantes embates de producción normativa ponen en entredicho la existencia de entes 
públicos, los que no pueden hacer algo más que defenderse [si así puede llamársele a las 
suspensiones de actividades, la publicación de textos reflexivos, la realización de marchas, 
entre otras cosas], son la cotidianeidad desde que los suelos mexicanos alcanzaron la tan 
ansiada democracia; y “democracia” habrá para quienes la han buscado y para quienes no, 
aunque eso derrote las opiniones diversas a las corrientes mayoritarias que imperan en el 
quehacer público. 

 

1. Los organismos constitucionalmente autónomos de derechos humanos 

Actualmente, la defensa y la vigencia del orden constitucional ya no se encuentra -
totalmente- en manos de las autoridades de índole judicial; ha llegado el momento de mirar 
a los organismos públicos de derechos humanos, estas instituciones tan polémicas que 
podrían ser alguno de los últimos bastiones de quienes aspiren a una defensa técnica de sus 
más esenciales prerrogativas. Tales entes gubernamentales como se les conoce hoy día 
tienen su origen en latitudes tan lejanas como lo resultan las regiones escandinavas, 
particularmente en Suecia, en donde la figura del “Justitie-Ombudsman” se considera como 
una persona comisionada de la justicia, y cuyas funciones se encontraban vinculadas con el 
monitoreo de la legalidad en la actuación de las autoridades de índole administrativo. Ante 
tal innovación para los entes estatales, es que muchas, sino todas las ulteriores figuras 
análogas con atribuciones similares encuentran su origen en el citado orden europeo. 

Es así, que en un aspecto algo más parecido a lo que se entiende hoy en día por un 
Ombudsperson, o más bien, la función de algún ente gubernamental acorde se delimitó en 
la Constitución Sueca de 1809, en la que se reconoció que el Justitie-Ombudsman, gozaría 
de cierta independencia del gobierno en general, y que su principal función sería brindar 
protección a las personas frente a los actos administrativos gubernamentales y los posibles 
excesos en que se pudiere incurrir. 

Del mismo modo, a las personas conocedoras en la materia, no les resultará ajeno que 
algunas de las características fundamentales de este tipo de funcionarios estatales, son 
esenciales para hablar en forma sobre algo que se asemeje a un Ombudsperson en una 
locación estatal específica, tales características, De acuerdo con Rowat (1973), son las 
siguientes:  

Debe tratarse de personas dedicadas al servicio público, pero con independencia de índole 
constitucional; sus funciones tienen que estar encaminadas en brindar atención a quejas sobre actos 
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antijurídicos de índole administrativo; para atender dichas quejas deben poder realizar investigaciones, 

críticas y sus determinaciones deben ser dadas a conocer de forma pública. (Rowat, D., 1973: 39) 

Como parte de la estructura constitucional de los “Estados Modernos” es comúnmente 
aceptado que, además de la división esencial del poder público para su ejercicio en tres 
poderes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, se cuente con la existencia y las actividades del 
Ombudsman; resultan, por tanto, adiciones a tal división y funcionan de forma autónoma 
respecto de los poderes mencionados, no obstante, es bien sabido que para que estas 
figuras gocen de cierta eficacia (en el lugar en el que se les brinde vigencia operativa), es 
que su actuar debe ser verdaderamente autónomo. 

Alcanzado este punto, el caso mexicano nos remite a la estructura del artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), que, entre 
otras cosas, otorga vida jurídica a la figura del Ombudsman en territorio nacional, 
encargando sus funciones a una Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y a 
los organismos locales que fueran determinados por los Congresos de las Entidades 
Federativas. Es necesario recordar el punto fundamental en el que, tradicionalmente, han 
descansado algunos de los más grandes retos -si no es que el mayor de ellos- que enfrentan 
los organismos públicos de derechos humanos: el carácter de sus determinaciones. 

Recordando el propio texto constitucional, sobre el tópico en abordaje, este dispone, 
respecto de las resoluciones que emitan los organismos de protección de los derechos 
humanos que ampara el orden jurídico mexicano, que se tratará de recomendaciones 
públicas, no vinculatorias y que, en su caso, cuando éstas no sean aceptadas o cumplidas 
las autoridades o servidores públicos deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa 
(CPEUM, 2026, art. 102, apartado B). 

Preciso es detenerse para hacer algún planteamiento sobre la “fuerza” con la que cuenta 
una determinación/resolución emitida por los organismos en cita, ante la literalidad de su 
denominación, esto es, al llamárseles “Recomendaciones”. Indispensable, además, es 
realizar un somero análisis del término elegido para designar a la cúspide de las funciones 
de un Ombudsperson en territorio nacional. La Real Academia de la Lengua Española 
dispone sobre el término “Recomendación”, el cual responde al “Hecho o efecto de 
recomendar” (RAE, s.f.), a su vez, alude a “Aconsejar (algo) a alguien” (RAE, s.f.). Quizá la 
fuerza vinculante de esas determinaciones sea inexistente, ante la literalidad del texto y la 
significación que se otorga al -¿desafortunado?- término con el que se eligió designar a los 
documentos con los cuales se culminan las investigaciones desarrolladas por los citados 
organismos. 

La “debilidad”, “ausencia de fuerza” u “origen de la inoperatividad” de las 
determinaciones que emiten los organismos de protección de los derechos humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, indudablemente generó la diferenciación de los 
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sistemas de protección de los derechos humanos: uno jurisdiccional y otro no jurisdiccional 
[Se estima que, en lugar de hablar de sistemas jurisdiccionales y no jurisdiccionales de 
protección de los derechos humanos, es más apropiado el uso de medios de control 
constitucional o mecanismos de control constitucional, según se prefiera, lo cual es 
concordante con los extremos del presente trabajo, para reivindicar -modestamente-, el 
carácter y naturaleza de los organismos de protección de los derechos humanos que ampara 
el orden jurídico mexicano, es decir, concebirles como verdaderos medios de control 
constitucional], que, como es bien sabido, se encuentran a cargo de autoridades integrantes 
del Poder Judicial -particularmente de la Federación-, por medio de la tramitación de ciertos 
medios de control constitucional que, por antonomasia se refiere al Juicio de Amparo en tal 
materia; y a cargo de los citados organismos de protección de los derechos humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, es decir, de las Comisiones de Derechos Humanos, 
Defensorías de Derechos Humanos, Procuradurías y otras instituciones. 

Tal diferenciación tuvo algo más que un simple enfoque cognitivo de índole jurídico, sino 
que ante las tímidas funciones y atribuciones encomendadas a los organismos de protección 
de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, se ha preferido y optado 
en mayor medida, por la tramitación de otros medios de control constitucional, en 
detrimento de la presentación de una queja o el inicio de un procedimiento ante los citados 
organismos; quizá esto tenga cabida por cuanto las resoluciones emitidas en el sistema 
jurisdiccional de protección de los derechos humanos, efectivamente gocen del carácter 
obligatorio para quienes resienten una de dichas determinaciones. 

Pero tal vez se podría cambiar el entendimiento de lo que entrañan las recomendaciones, 
su naturaleza, efectividad y el carácter que estas adquieren en el sistema jurídico; se 
requiere precisamente de un cambio de enfoque sobre los organismos de protección de los 
derechos humanos, esto es, a la naturaleza de sus funciones más esenciales, y en tal sentido, 
la respuesta podría estar más cerca de lo que se esperaría, pues con una simple lectura 
podría desprenderse fácilmente lo que se pretende en el presente documento: dignificar las 
funciones realizadas por los citados organismos, mediante el redimensionamiento del fin 
último de sus funciones, consistentes en que las víctimas de violaciones a derechos 
humanos alcancen la reparación integral de los daños que les fueron causados. 

 

2. La reparación integral a través de las recomendaciones de derechos 
humanos 
Una de las facultades en común que tienen los organismos autónomos protectores de 
derechos humanos es que pueden emitir recomendaciones a las autoridades responsables, 
según lo dispuesto por el artículo 102, apartado B, de la CPEUM, el cual señala: “Los 
organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán recomendaciones públicas, no 
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vinculatorias, denuncias y quejas ante las autoridades respectivas” (CPEUM, 2026, art. 102, 
apartado B). 

Para cumplir con ese mandato constitucional, la CNDH y las Comisiones locales diseñan 
y presentan recomendaciones dirigidas a las autoridades responsables. Estos documentos 
son el principal instrumento con que cuentan para otorgar un resarcimiento a las víctimas y 
evitar la repetición de futuras transgresiones, a través de la medida de no repetición. A 
diferencia de otras garantías de índole judicial, como es el Juicio de Amparo, estas 
determinaciones -recomendaciones- no se limitan a restituir el derecho violentado, sino a 
reparar en su totalidad los daños causados, siempre y cuando estén estrechamente 
relacionados con los hechos que provocaron la violación de los derechos fundamentales 
(nexo causal). 

En efecto, la esencia de una recomendación tiende a lograr la reparación integral del 
daño provocado a las víctimas de violaciones a derechos humanos, esto quiere decir, que 
cada uno de los puntos recomendatorios se diseña tomando como base los hechos, los 
daños provocados y las medidas que componen a la reparación integral, conforme a la Ley 
General de Víctimas y los parámetros internacionales al respecto. 

De tal suerte, resulta necesario tener presente que la reparación es un derecho -
autónomo- para las víctimas de violaciones a derechos humanos, una vez que dicha calidad 
-de víctima- ha sido reconocida por autoridad competente, en este caso, por alguna 
comisión de derechos humanos. Pero ¿Qué es la reparación integral? El término de 
reparación integral fue recogido por primera vez en el caso “Velázquez Rodríguez vs. 
Honduras”, por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH, 1988), implicando 
un cambio paradigmático, al pasar de reparación del daño tradicional a reparación integral. 
Esta figura es una obligación internacional que consiste en la plena restitución -restitutio in 
integrum-, lo que incluye: el restablecimiento de la situación anterior y la composición de 
las consecuencias que la infracción produjo, así como el pago de una indemnización como 
compensación por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales, incluyendo el daño moral 
(CoIDH, 1994). 

En este tenor, la Corte IDH ha iniciado la sana jurisprudencia de obligar a los Estados, a 
través de sus diversas dependencias y entidades, a efectuar la indemnización pecuniaria 
correspondiente y realizar ciertas actividades o prestaciones a favor de las víctimas; tal y 
como lo hizo en el caso “Aloeboetoe y otros Vs. Surinam”, en el que señaló: 

La indemnización fijada para los herederos de las víctimas se ha previsto una suma para que los 
menores puedan estudiar hasta una determinada edad. Sin embargo, estos objetivos no se logran solo 
otorgando una indemnización, sino que es preciso también que se ofrezca a los niños una escuela 
donde puedan recibir una enseñanza adecuada y una asistencia médica básica (…) Los hijos de las 
víctimas viven, en su mayoría, en Gujaba, donde la escuela y el dispensario están cerrados. La Corte 
considera que, como parte de la indemnización, Suriname está obligado a reabrir la escuela de Gujaba 
y a dotarla de personal docente y administrativo. (Salvioli, 1995: 10). 
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El reconocimiento de la reparación integral dentro del Sistema Interamericano, como un 
derecho en sí mismo, se encuentra en el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, la cual dispone que toda violación de una obligación internacional que 
haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente (Organización de los 
Estados Americanos [OEA], 1969, art. 63). Dicho deber se traslada al Estado parte de la 
Convención por la responsabilidad internacional. 

Dentro del Sistema Universal, se observa que los “Principios y directrices básicos sobre 
el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a 
interponer recursos y obtener reparaciones”, reconocen el derecho a una reparación plena 
y efectiva en las formas de “restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición” (Organización de las Naciones Unidas [ONU], 2005, principio 18). 
Además, conforme a las “Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en 
Condición de Vulnerabilidad” las víctimas deberán recibir información sobre las 
posibilidades de obtener la reparación del daño sufrido (Conferencia Judicial 
Iberoamericana, 2008). 

De forma muy sucinta se puede aseverar que la reparación integral del daño abarca la 
acreditación de daños en la esfera material e inmaterial, y el otorgamiento de medidas tales 
como: a) La investigación de los hechos; b) Restitución de derechos, bienes y libertades; c) 
Rehabilitación física, psicológica o social; d) Satisfacción mediante actos en beneficio de las 
víctimas; e) Garantías de no repetición de las violaciones, y f) La indemnización 
compensatoria por daño material e inmaterial (Calderón, 2005). Además, debe otorgarse a 
las víctimas sin distinción alguna basada en motivos de género, edad, raza, color, religión o 
credo, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, posición económica, 
nacimiento u otra condición (Corte Penal Internacional [CPI], 2014). 

A nivel nacional, el artículo 1° de la CPEUM, en su tercer párrafo, establece que todas las 
autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de sus respectivas competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, así como el 
deber de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a estos (CPEUM, 2026, 
art.1). Al examinar la última de las citadas obligaciones, se observa que la forma en que se 
alcanza una reparación en tales términos ha sido positivizada en las leyes de atención a las 
víctimas en territorio nacional. 

Debe destacarse que, en México la Ley General de Víctimas (LGV) sostiene: 
Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño o menoscabo 
económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes 
jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte. 
Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa que tengan 
una relación inmediata con ella. Son víctimas potenciales las personas físicas cuya integridad física o 
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derechos peligren por prestar asistencia a la víctima ya sea por impedir o detener la violación de derechos 
o la comisión de un delito. La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de 
los derechos en los términos establecidos en la presente Ley, con independencia de que se identifique, 
aprehenda, o condene al responsable del daño o de que la víctima participe en algún procedimiento judicial 
o administrativo. Son víctimas los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hubieran sido 
afectadas en sus derechos, intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la comisión de un 
delito o la violación de derechos. (LGV, 2024, art. 4) 

En la misma línea argumentativa, se debe recordar que los artículos 26 de la Ley General 
de Víctimas y 22 de la Ley de Víctimas del Estado de Puebla (LVEP) son coincidentes en 
establecer que las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 
diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como 
consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de 
derechos humanos que han sufrido (LGV, 2024; LVEP, 2024). Asimismo, dichos marcos 
jurídicos precisan que una de las vías para lograr tanto el reconocimiento de la calidad de 
víctima, así como para acceder a los mecanismos para lograr la reparación integral, consiste 
en una recomendación emitida por los organismos de protección de los derechos humanos 
que ampara el orden jurídico mexicano. 

En este orden de ideas, la reparación integral adquiere un doble carácter, es tanto un 
derecho fundamental para las víctimas de violaciones a derechos humanos, como una 
obligación para el Estado mexicano, en concreto para aquellas autoridades a las que se 
dirige la recomendación. Dentro del contenido y estructura de una recomendación, en el 
apartado denominado “Reparación Integral” y/o “Formas de dar cumplimiento” a aquella, 
se identifican las necesidades y afectaciones de la víctima, así como la forma de resarcir el 
daño provocado. 

Tales apartados, tienen un diseño que toma en cuenta la existencia de las víctimas, pero 
más allá de ello, se fomenta su constante participación en su estructura y alcances; tal 
consideración no es limitativa, pues en ciertos casos intervenir organizaciones de la sociedad 
civil podrían llegar a tener intervención, ello es así, puesto que incluso la Ley de Víctimas 
para el Estado de Puebla, señala que para superar la vulnerabilidad de las víctimas, las 
autoridades obligadas por la Ley deben implementar medidas de reparación integral con el 
apoyo y colaboración de la sociedad civil y el sector privado, incluidos los grupos o colectivos 
de víctimas (LVEP, 2024, artículo 3). Este proceso generará una reparación integral dialógica, 
entre la Comisión de Derechos Humanos y las personas víctimas. 

Esto quiere decir que, la reparación tiene que tomar en cuenta la voz de las víctimas, para 
dejar de ser un diálogo entre élites -autoridades- que se realiza con otras voces que no son 
los directamente involucrados o los posibles perjudicados por la forma de interpretación de 
los daños y derechos (Córdova, P., 2018). 
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En efecto, la adopción de un modelo de reparación dialógico permite intercambiar 
soluciones concertadas a los problemas estructurales en torno a la reparación de derechos. 
Para decir lo mismo de un modo más claro: las autoridades y los jueces deben provocar una 
deliberación permanente con la sociedad para alcanzar definiciones colectivas sobre la 
protección y reparación de derechos y que éstas surjan de oportunidades conversacionales 
inclusivas que permitan a la comunidad ser el último intérprete de la Constitución (Córdova, 
2018) 

También es importante resaltar que la recomendación debe contemplar a todas las 
víctimas de violaciones a derechos humanos, directas e indirectas, y en su caso potenciales, 
ya que es el momento procesal oportuno en el que resulta viable su reconocimiento; 
además, el documento de responsabilidad tiene que ser preciso en los daños materiales e 
inmateriales ocasionados a cada víctima y las medidas de reparación integral a proponer, 
mismas que deberán guardar relación directa con los hechos victimizantes, así como los 
efectos de la reparación. 

Cabe señalar que, cada una de las medidas de reparación integral, contenidos en los 
puntos recomendatorios serán contempladas a favor de la víctima, teniendo en cuenta la 
gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido, así como de sus derechos 
conculcados, considerando las circunstancias y características del hecho victimizante y la 
acreditación de los daños causados. 

Esto, teniendo como referente los casos internacionales, principalmente el Sistema 
Interamericano, el cual se ha destacado por su gran labor en materia de reparación del daño, 
por ejemplo, en el caso “Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco vs. México”, resuelto 
en 2018, la CoIDH encontró responsable al Estado mexicano por las detenciones arbitrarias, 
tortura sexual y tratos inhumanos cometidos contra las víctimas directas durante operativos 
policiales en San Salvador Atenco, en su sentencia ordenó al Estado realizar ciertos actos, a 
saber: disculpa pública -medida de satisfacción-, brindar atención médica y psicológica -
medida de rehabilitación-, indemnizar a las víctimas (directas e indirectas) -medida de 
compensación- e implementar medidas legales y estructurales para evitar la repetición de 
estos hechos -garantía de no repetición. Este caso, al igual que otros precedentes regionales, 
evidenció que las víctimas tienen derecho a una reparación adecuada, reafirmando el 
carácter objetivo y directo de dicha obligación (CoIDH, 2018). 

 

3. Efectividad de las recomendaciones en materia de derechos humanos 
Resulta importante tener presente que la emisión de un documento de responsabilidad, 
como en este caso son las recomendaciones, constituyen per se una forma de reparación; 
por esa razón, es primordial la aceptación y cumplimiento de las mismas. Al aceptarse y 
cumplirse una recomendación -considerando que no son vinculantes- se demuestra el 
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compromiso de las autoridades frente a la sociedad de respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos de todas las personas y, a su vez, de reparar los daños provocados por 
las violaciones a los derechos fundamentales, cuando estas ocurren; atendiendo tanto el 
mandato constitucional como convencional, de lo contrario, no solo incumple su 
responsabilidad social, sino el hard law de los derechos humanos. Al respecto, la CPEUM, 
en su artículo 102, apartado B, señala que: 

Todo servidor público está obligado a responder las recomendaciones que les presenten estos 
organismos. Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades 
o servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara de 
Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las legislaturas de las entidades federativas, 
según corresponda, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las autoridades o servidores 
públicos responsables para que comparezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de que 
expliquen el motivo de su negativa (CPEUM, 2026). 

Sin embargo ¿Qué sucede cuándo la autoridad a la que se dirige la recomendación decide 
no aceptarla? Para dar respuesta a esta interrogante se debe leer de forma armónica el 
marco jurídico invocado en el capitulado previo, esto es, el artículo 1° de la CPEUM, mismo 
que debe interpretarse a la luz de los más altos estándares internacionales, ya que, este 
numeral establece de forma clara el deber de reparar las violaciones a derechos humanos, 
las autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de sus respectivas competencias, tienen 
la obligación de (…) reparar las violaciones (CPEUM, 2026, art. 1). Máxime si esta obligación 
emana de una determinación pronunciada por un organismo que cuenta con carácter 
constitucional, al haber realizado previamente una investigación. 

Efectivamente, estas recomendaciones constituyen un pronunciamiento público de un 
organismo autónomo facultado a nivel Constitucional, en el que se determina la violación a 
los derechos fundamentales y se provee lo necesario para remediarla, sin que legalmente 
se encuentren sujetas al cuestionamiento por parte de la autoridad responsable, esto es, no 
existe un mecanismo de revisión posterior, operando así bajo una lógica no recursal; lo que 
les da el carácter de actos o resoluciones válidas de pleno derecho. 

Por lo que, es dable precisar que la obligación de reparar los daños a causa de una 
violación a derechos humanos subsiste, esto a pesar de que la autoridad a la que se dirigió 
decida no aceptarla, ya que dicha decisión -en ocasiones- obedece a una decisión política, 
más que jurídica. Para lo cual, las víctimas tienen disponibles las vías procesales para exigir 
su derecho a la reparación integral [Resaltando, la vía administrativa que precisa la Ley 
General de Víctimas, así como por juicio de responsabilidad patrimonial del Estado, según 
la normativa aplicable]. Esto, independientemente de que la autoridad señalada como 
responsable acuda al Congreso respectivo a expresar sus justificaciones. 

Con la postura de la autoridad que decidió no aceptar, y por ende, no cumplir una 
recomendación, se trastoca el sistema jurídico mexicano, en específico, al principio de 
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efectividad de los derechos humanos, considerando que uno de los fines primordiales del 
Estado es garantizar el goce efectivo de los derechos fundamentales consagrados en la 
CPEUM y los Tratados Internacionales; siendo las comisiones de derechos humanos un 
órgano no judicial, competente, idóneo y viable para lograr su materialización, pues a través 
de la emisión de sus recomendaciones garantizan la vigencia de la Constitución Federal y el 
marco jurídico nacional e internacional de los derechos humanos. 

A mayor abundamiento, podría resultar provechoso apuntalar la pertinencia de las 
resoluciones dictadas por los organismos de protección de los derechos humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, si es que aún quedase alguna duda al respecto, al 
argumentarse que al quedar alejadas del carácter vinculatorio que caracteriza a una 
sentencia de índole judicial, lo cual justificaría que su eficacia y efectividad, se encontrase 
en entredicho; en tal sentido conviene tomar en consideración lo que los integrantes del 
Poder Judicial de la Federación, han estimado como precedentes, sobre el carácter, 
funciones y atribuciones de los citados organismos públicos. 

Es por lo anterior, que resalta la Controversia Constitucional 41/2022, planteada por la 
Fiscalía General del Estado de Morelos, en contra de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Morelos, en la que se tuvo como acto de invalidez a los siguientes: 

Acuerdo de 11 de noviembre de 2021, emitido por la Jefa de la Unidad de Seguimiento a 
Recomendaciones y Solicitudes de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, dentro 
del expediente CHDM/SE/V3/061/257/2020, mediante el cual inconstitucionalmente se tiene 
indebidamente por rechazada en su totalidad la recomendación de 19 de octubre de 2021, realizada al 
Fiscal General del Estado de Morelos, quien la aceptó de forma parcial en cuanto a los puntos que sí 
son de su competencia, como se explica más adelante; así como los efectos y consecuencias que de 
dicho acuerdo deriven en agravio de este organismo constitucional autónomo, violentando el principio 
de división de poderes y el orden constitucional establecido. (SCJN, 2022) 

Al resolver el medio de control constitucional citado, la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, advirtió entre otras cosas, que las recomendaciones emitidas por 
los organismos de protección de los derechos humanos que ampara el orden jurídico 
mexicano pueden encontrarse integradas por una diversidad de reparaciones integrales, con 
un enfoque directo en las víctimas. Pero además se estimó que las recomendaciones, por sí 
mismas, son una garantía no jurisdiccional para la defensa de la Constitución, por lo que, en 
forma concreta, una recomendación no puede ser combatida en sus méritos a través de un 
medio de control constitucional diverso (SCJN, 2022). 

En concordancia con lo anterior, la citada Segunda Sala, determinó que, si bien, los 
procedimientos de queja a cargo de los organismos públicos de protección de los derechos 
humanos, no tiene como finalidad la emisión de una resolución vinculante para las partes, 
ciertamente de ser necesaria la emisión de una recomendación por las particularidades del 
caso que se trate, esto descansaría en un procedimiento de investigación, razonamiento y 
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argumentación, a fin de establecer no solo que una autoridad vulneró algún derecho 
humano, sino que además lo que se contendrá en el documento recomendatorio será una 
serie de consideraciones para implementar diversas acciones, a fin de restituir -reparar- de 
manera integral el derecho humano vulnerado (SCJN, 2022). Este criterio se robustece con 
lo argüido por la SCJN en el Amparo en Revisión 1066/2015, al establecer que: 

Las recomendaciones (…) son el resultado de procesos de rango constitucional, a través de los cuales 
se pretende analizar la presunta violación a derechos humanos por parte de las autoridades y 
servidores públicos, emitiendo recomendaciones específicas en caso de que se haya constatado la 
existencia de dichas violaciones”, además, en ese mismo Juicio de Amparo en Revisión advirtió que: 
“las recomendaciones (…) son garantías constitucionales no formalmente jurisdiccionales, cuya fuerza 
vinculante surge de que la autoridad responsable acepte la recomendación, o en su caso de negativa, 
surge la obligación de justificar tal cuestión”. Esto quiere decir, que una vez que es aceptada, las 
autoridades refuerzan su deber moral con los derechos fundamentales y se obligan a su pleno 
cumplimiento teniendo un carácter vinculante. Al no aceptar, se colocan en una balanza de control 
social, teniendo que hacer pública dicha respuesta y someterse una rendición social al respecto (SCJN, 
2015). 

Entonces, para lograr que la eficacia de los derechos humanos sea una realidad en 
México, es requisito sine qua non que las autoridades contribuyan y lleven a la práctica su 
compromiso institucional, moral y personal, con la defensa, respeto, protección y garantía 
de los derechos humanos; deber que está presente desde el momento en que se decide 
aceptar desempeñarse como servidor público. Muestra de este compromiso, es la 
aceptación y cumplimiento de buena fe de las recomendaciones que emiten las Comisiones 
de Derechos Humanos; de lo contario, solo se evidencia la indiferencia hacia los derechos 
de las personas víctimas y una falta de congruencia con los deberes del cargo encomendado, 
aunado a que, esto conlleva la inobservancia de su obligación legal, constitucional y 
convencional, por ende, daría lugar a responsabilidades en la materia. 

Sin olvidar, que a nivel macro, se produciría una erosión del Estado de Derecho, pues 
México se comprometió al establecimiento de recursos efectivos e idóneos para el reclamo 
de los derechos humanos, siendo una vía el procedimiento de queja que se instaura y sigue 
ante los Organismos Constitucionalmente Autónomos en esta materia. 

En caso de que, llegados a este punto, aún resultase dudoso el carácter, pertinencia y 
efectividad de los organismos públicos de protección de los derechos humanos, mediante 
la emisión de Recomendaciones, podría tomarse de forma ilustrativa, lo sucedido de forma 
conjunta con 68/2019, emitida por la CNDH (2019) y con la Recomendación 25/2020, 
emitida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla (CDHP, 2020); dichos 
pronunciamientos tuvieron un común denominador en el Sistema Penitenciario Mexicano, 
pero en particular con el Sistema Penitenciario del Estado de Puebla, a saber: el tratamiento 
brindado a las mujeres privadas de la libertad (MPLs) y a las niñas y niños que habitan en 
compañía de sus madres privadas de la libertad. En particular debe destacarse que ambos 
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documentos, puntualizaron de forma congruente, que la existencia de Centros 
Penitenciarios Mixtos [En particular de lo que sucedía en el entonces Centro de Reinserción 
Social de Puebla], representaba un riesgo para la estancia digna de las MPLs, por lo que por 
un lado, de forma directa se estableció la necesidad y pertinencia del establecimiento de un 
Centro Penitenciario Femenil, y por otro lado, tímidamente, que se evitara todo contacto no 
autorizado entre la población varonil y femenil. 

En efecto, como se ha dicho en apartados precedentes, el carácter no vinculante de los 
documentos recomendatorios, podría haber incidido de forma negativa en el 
establecimiento de un régimen penitenciario, que fuera respetuoso de hombres y mujeres; 
no obstante, lo que sucedió en la realidad es que entre los años 2022 y 2023, se realizaron 
una serie de acciones puntuales para reorganizar a la población penitenciaria y establecer 
al Centro Penitenciario de Ciudad Serdán, Puebla, como un centro especializado en la 
atención de MPLs, lo cual fue corroborado por la CDHP, en los Diagnósticos Estatales de 
Supervisión Penitenciaria, de los años 2023 y 2024. 

Debe destacarse que, a diferencia de lo que hubiere sucedido mediante el ejercicio de 
un medio de control constitucional diverso, por ejemplo, con la tramitación de sendos 
juicios de amparos tendientes a garantizar el respeto de los derechos humanos de las MPLs, 
se estima que los efectos de las resoluciones que se habrían emitido, no habrían tenido un 
efecto erga omnes, como el obtenido mediante la atención de los documentos 
recomendatorios, en referencia; esto es, una reparación integral de las violaciones a 
derechos humanos advertidas, que se tradujeran en nuevo paradigma penitenciario, en una 
entidad federativa. 

De lo expuesto, es posible advertir la atención de los contenidos de los documentos 
Recomendatorios emitidos por los organismos públicos de protección a derechos humanos, 
es un camino viable no sólo para lograr la reparación integral de los daños ocasionados, por 
las violaciones a derechos humanos, sino también para garantizar una vida digna para todas 
las personas. 

Esta fenomenología no es exclusiva de la órbita mexicana, tomemos por ejemplo lo que 
sucede con el Defensor del Pueblo de Colombia, pues a pesar de que tiene ciertas 
similitudes en sus funciones con lo que sucede con los organismos públicos de derechos 
humanos en México, ciertamente su carácter, naturaleza e inclusive, su actuación reviste 
ciertas diferencias sustanciales; en particular, por cuanto a su pertenencia al Ministerio 
Público Colombiano, sin que ello incida negativamente en su labor de velar por la 
promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos (Ley 24 de 1992, art. 1°). 

Podría decirse que hablaríamos entonces de una figura con similitudes a lo que se conoce 
en México, pero, en donde estribaría alguna diferencia, si es que en verdad la hay, es en la 
formulación normativa, que permea a sus actividades, esto es, por cuanto se señala que sus 
opiniones, informes y recomendaciones tienen la fuerza que les proporciona la Constitución 



 

 

 
pp. 9-29 

23 
 

 

 

 

Artículo: “La reparación del daño en las 
recomendaciones de derechos humanos” 

Jessica Calderón García e Iván Andrés Flores Cano 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2667  
Número 14 
julio-diciembre 2026 

Nacional [de Colombia], la ley, la sociedad, su independencia, sus calidades morales y su 
elevada posición frente al Estado (Ley 24 de 1992, art. 7°); no obstante, de forma destacable 
alguna de las posibilidades para el citado defensor es plantear, la defensa de la Constitución 
Nacional [de Colombia], de la ley, del interés general y de los particulares, ante la Corte 
Constitucional Colombiana. 

Es posible establecer que, en algunas latitudes en las que la labor de las instituciones de 
defensa de los derechos humanos, ha encontrado ciertos retos, lo que se ha hecho para 
afrontarlos es diversificar su actuación, dotando de un carácter representativo en los casos 
contenciosos; tal caso podría ser una alternativa en México, siempre y cuando ello no 
revistiere retrasos en la adopción de medidas para lograr la reparación integral de las 
violaciones a derechos humanos, puesto que, la tramitación de cualquier asunto [que a la 
postre ya se encontraría resuelto por una autoridad], traería aparejada la inversión de un 
tiempo determinado para agotar las fases procesales conducentes, y posterior a ello, si es 
que le asiste la razón jurídica, comenzar con la ejecución de la resolución respectiva; lo que, 
se insiste, representa un retraso en el acceso a la justicia, para las víctimas. 
 

Conclusión 
Ciertamente es relevante para las y los entusiastas del derecho constitucional mexicano, que 
los mecanismos de defensa de la Constitución se optimicen en cuanto a su uso y su 
evolución, es decir la irradiación de sus funciones a otras cuestiones que podrían ser 
necesarias para brindar protección a la sociedad. Las y los integrantes del Poder Judicial de 
la Federación (tímidamente) han emitido ciertas valoraciones a casos concretos, en los que 
se han pronunciado sobre el carácter de una recomendación, determinando que tales 
documentos entrañan esencialmente un medio para garantizar la vigencia del texto 
constitucional, máxime que se ha estimado de forma medular que uno de los fines 
específicos de los textos recomendatorios, es precisamente acercar a las víctimas a una 
reparación integral de los daños causados por violaciones a derechos humanos. 

Aunado a lo anterior, es curioso el contenido de otras determinaciones, en las cuales se 
advierte cierto titubeo en cuanto al cómo dotar de certeza a las personas, sobre la 
naturaleza tanto de las actividades desarrolladas por los organismos de protección de los 
derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, como la fuerza que tienen sus 
determinaciones, ciertamente hay casi absoluto consenso, en dejar en un plano de 
inferioridad a las recomendaciones frente a las sentencias, siempre prefiriendo la 
vinculatoriedad de las segundas como un aspecto que podría garantizar mejor su 
acatamiento por quienes resulten responsables de, precisamente, violentar derechos 
humanos; lo cual, como ha sido sostenido en líneas anteriores, es un error, por cuanto hay 
bastantes y sobradas razones para dotar de carácter vinculatorio a dichos documentos sobre 
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todo, si han sido aceptadas y en caso contrario, acudir a las vías administrativas y judiciales 
(con la recomendación) a exigir su cumplimiento. Esto es concordante con el respeto y 
reconocimiento a los derechos humanos de las personas, a que se ha dado cabida en el texto 
constitucional en vigencia, así como el principio de “máxima protección” a las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos. 

Aun y cuando existieren voces en contrario, estas voces deberían ser acalladas por un 
simple ejercicio de raciocinio en el que cabe preguntarse, en cuántos casos las personas 
responsables por la comisión de cualquier acto o hecho antijurídico, estaría en total aptitud 
para asumir una determinación en su contra, acatar las medidas que se han establecido para 
resarcir los daños que ha ocasionado y aceptar públicamente que ha obrado “mal” y que 
deberá comprometerse a evitar actos futuros de esa índole; el casi absoluto “nadie lo haría” 
es un argumento adicional para no dejar en arbitrio de las personas integrantes de una 
institución que ha perpetrado una violación a derechos humanos (con o sin intención), la 
posibilidad de asumir o no su responsabilidad en los hechos, y aunque así se considerase, 
cabría preguntarse lo que sucedería –o sucede- con las personas que han sido reconocidas 
como víctimas de violaciones a derechos humanos, por organismos que cuentan con una 
exclusividad en la función de investigación de tales asuntos. 

Es decir, con una simple negativa del propio ente violador de derechos humanos, 
pareciese que un derecho que ha sido determinado que existe en favor de la(s) victima(s), 
se esfumase y todo lo realizado por el organismo protector de derechos humanos de que se 
trate, quede en la misma nada, precisamente como si nada hubiese sucedido. 

De forma altamente llamativa pareciese que la razón de la existencia de los organismos 
de protección de los derechos humanos, en territorio nacional, responde a la naturaleza 
moderna, democrática y avanzada que identificaría a los Estados Unidos Mexicanos, en un 
esquema en el que no hace falta recurrir ante un tribunal o juzgado, para hacer justiciables 
ciertos derechos –que a la postre se trata de derechos humanos-, sino que basta con acudir 
a una instancia en la que los formalismos, la representación jurídica, los altos costes 
monetarios y la tardanza burocrática, son ausentes en pro de quienes requieren estos 
servicios, es decir, para tutelar apropiadamente los derechos humanos de las personas en 
la vía no judicial. 

No obstante tantas bondades no podrían encontrarse desprovistas de una cuestión que 
limita, entorpece o, en última instancia, hace imposible lo anterior, se habla de la forma en 
la que se permite que las autoridades que previa realización de una investigación -sí, de 
índole administrativa, pero una investigación jurídica al fin- ha determinado que una 
persona ha sufrido una violación de sus más elementales derechos, que existe 
responsabilidad de ciertas personas servidoras públicas y el camino que tendría que 
seguirse para obtener una reparación integral de los daños, pero que esto último sea posible 
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quedará al arbitrio o criterio de las autoridades que precisamente vulneraron esos 
derechos. 

Algo que resulta realmente preocupante y podría hacer que todo el potencial catalizador 
del orden jurídico que implica contar con organismos de protección de derechos humanos 
resulte en un despropósito, es la descalificación de las funciones desarrolladas por dichos 
organismos. 

De esta forma, podemos afirmar que la reparación del daño por violación a los derechos 
humanos subsiste a pesar de que las autoridades no acepten las recomendaciones 
formuladas por organismos públicos de derechos humanos, o no quieran cumplirlas; ya que, 
efectivamente la reparación integral del daño es un derecho en sí mismo para las víctimas 
de violaciones de derechos humanos. En tal tesitura, se observan dos formas para lograr su 
efectividad a pesar de la postura de las autoridades responsables, esto por medio del litigio 
estratégico, a saber, se proponen las vías siguientes: 

A. A través de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado (2023) -y sus 
homologas a nivel local-, la cual señala que lo conducente, para cumplimentar los 
fallos de la CoIDH, así como las recomendaciones de la CNDH y de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (2026), aceptadas por los entes públicos 
federales y por el Estado Mexicano en su caso, en cuanto se refieran al pago de 
indemnizaciones. Dicho texto legislativo es contrario al arábigo 1 de la CPEUM, que 
reconoce el derecho autónomo a la reparación integral por violaciones a derechos 
humanos, sin condicionar su exigibilidad a la voluntad propia del ente responsable; 
por lo que deberá impugnarse su constitucionalidad y solicitar su interpretación 
conforme para permitir que las personas afectadas puedan reclamar 
indemnizaciones por violaciones a derechos humanos sin que sea requisito su 
aceptación formal por parte de la autoridad señalada. Claro, que lo idóneo sería que 
dicha Ley sufriera una reforma con efectos erga omnes. 

B. Por su parte, LGV (y sus homólogas en las entidades federativas mexicanas) establece 
que el acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral es procedente 
desde la simple emisión de una recomendación, sin requerir su aceptación (LGV, 
2024). Sin embargo, en la práctica persisten obstáculos normativos y administrativos 
que dificultan su aplicación, tan apréciese el caso del Estado de Puebla, en el que no 
existe algún caso de éxito en el que se haya permitido que una víctima acceda a dicho 
fondo; aunque existen lineamientos operativos, éstos se limitan a víctimas de delito, 
sin incluir a las víctimas de derechos humanos (Comisión Ejecutiva Estatal de 
Atención a Víctimas, 2025). Por lo que se requerirá su impugnación, siendo 
indispensable impulsar litigios estratégicos que permitan derribar estos candados 
interpretativos y que garanticen que la sola existencia de una recomendación, 
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debidamente fundada, sea suficiente para activar los mecanismos de reparación en 
sede administrativa. 

La obligación de reparar el daño causado por violaciones a los derechos humanos no 
depende de la aceptación o cumplimiento de las recomendaciones emitidas por los 
organismos públicos de derechos humanos por parte de las autoridades responsables. Este 
principio se sustenta en el hecho de que la reparación integral del daño constituye un 
derecho fundamental para las víctimas, independiente de las acciones o inacciones de los 
entes públicos.  

En consecuencia, el Estado tiene el deber de garantizar el acceso a una reparación 
adecuada, efectiva y completa, que abarque medidas de restitución, compensación, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, conforme a los estándares 
internacionales en la materia. Este derecho a la reparación es un elemento esencial en la 
protección y promoción de los derechos humanos, así como en la restauración de la 
dignidad de las víctimas. 
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RESUMEN: La Ley Fundamental de Guinea 
Ecuatorial prevé, con carácter facultativo, 
que el Presidente de la República designe 
un Primer Ministro encargado de la 
coordinación administrativa y la 
articulación del Ejecutivo ante el 
Parlamento. Esta previsión, en un marco 
constitucional que concentra la jefatura del 
Estado y del Gobierno en el Presidente, ha 
suscitado interpretaciones que apuntan a 
una aproximación al semipresidencialismo. 
El presente artículo sostiene que tales 
lecturas descansan en un doble error: 
metodológico, por identificar la forma de 
gobierno desde la denominación de los 
órganos y no desde la distribución 
funcional del poder; e histórico, por aplicar 
al texto vigente las categorías del diseño 
constitucional previo, en el que el Primer 
Ministro era efectivamente jefe del 

 ABSTRACT: The Fundamental Law of 
Equatorial Guinea provides, on a 
discretionary basis, that the President of 
the Republic may appoint a Prime Minister 
to handle administrative coordination and 
parliamentary liaison. In a constitutional 
framework that concentrates the Head of 
State and the Head of Government in the 
President, this provision has generated 
interpretations pointing toward a semi-
presidential model. This article argues that 
such readings rest on a double error: 
methodological, for identifying the form of 
government from the names of its 
institutions rather than from the 
functional distribution of power; and 
historical, for applying to the current text 
the categories of the prior constitutional 
design, in which the Prime Minister was 
indeed Head of Government. Through 
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Gobierno. Mediante el análisis sistemático 
de la Ley Fundamental de 2012 y de la Ley 
2/2015, y la aplicación de categorías del 
Derecho Administrativo (competencia, 
delegación e imputación), se concluye que 
el Primer Ministro se configura como 
órgano de coordinación funcional 
subordinado a la dirección presidencial, sin 
titularidad autónoma sobre la función 
gubernamental. Se identifican además tres 
prácticas institucionales que alimentan el 
equívoco y se formulan recomendaciones 
de técnica jurídica para su corrección. 
 Palabras clave: Primer Ministro; 
presidencialismo; coordinación 
administrativa; delegación de 
competencias; Guinea Ecuatorial; reforma 
constitucional de 2012; seguridad jurídica. 

systematic analysis of the 2012 
Fundamental Law and Law 2/2015, 
combined with administrative law 
categories (competence, delegation and 
imputation), the paper concludes that the 
Prime Minister operates as a functional 
coordination body subordinated to 
presidential direction, without 
autonomous title over governmental 
leadership. Three institutional practices 
that fuel the interpretive confusion are 
identified, and legal technique 
recommendations for their correction are 
advanced. 
 Keywords: Prime Minister; 
presidentialism; administrative 
coordination; delegation of powers; 
Equatorial Guinea; 2012 constitutional 
reform; legal certainty. 

 
SUMARIO: Introducción. 1. El nominalismo como error metodológico: estado de la 
literatura, posiciones divergentes y presupuestos teóricos. 2. De jefe del Gobierno a 
coordinador administrativo: la ruptura constitucional de 2012 y sus implicaciones 
interpretativas. 3. La opción del legislador ordinario: la Ley 2/2015 como instrumento de 
cierre interpretativo. 4. Titularidad, delegación e imputación: las categorías administrativas 
que ordenan el estatuto del Primer Ministro. 5. La distancia entre la norma y la práctica: 
tres disfunciones institucionales que alimentan el equívoco. 6. El presidencialismo mexicano 
como referencia comparada: coordinación ejecutiva sin Primer Ministro. Conclusiones. 
Fuentes de consulta. 

  

Introducción 

Toda interpretación jurídica parte de una elección metodológica: puede describir lo que la 
norma dice o puede preguntarse qué significa lo que la norma dice. La distinción no es trivial 
cuando se trata de figuras institucionales que comparten denominación con instituciones 
propias de otros sistemas jurídicos. En esos casos, el riesgo de la interpretación meramente 
descriptiva es importar, junto con el nombre, las categorías conceptuales del sistema de 
origen. Este es el problema que plantea la figura del Primer Ministro en Guinea Ecuatorial: 
su denominación evoca de inmediato los sistemas parlamentarios y semipresidenciales en 
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los que esa figura ejerce la jefatura del Gobierno; su realidad constitucional y legal bajo el 
texto vigente de 2012 es, sin embargo, sustancialmente distinta. Leerla con las categorías 
del parlamentarismo, o incluso con las de la propia constitución ecuatoguineana anterior, 
produce una distorsión interpretativa que este trabajo se propone corregir. 

La tesis que se sostiene es que el Primer Ministro en Guinea Ecuatorial se configura, tanto 
en el texto constitucional de 2012 como en su desarrollo legislativo, como un órgano de 
coordinación administrativa subordinado a la dirección presidencial, sin titularidad propia 
sobre la función gubernamental. Esta configuración no es accidental ni incompleta: es la 
expresión deliberada de un presidencialismo monista que reemplazó un diseño anterior de 
ejecutivo dual. La confusión interpretativa tiene, en consecuencia, una doble raíz: un error 
metodológico de identificación nominalista de la forma de gobierno, y un error histórico de 
aplicación de categorías constitucionales derogadas a un texto que las sustituyó 
conscientemente. Identificar ambas raíces, y proponer instrumentos jurídicos para corregir 
las prácticas que las alimentan, constituyen las contribuciones centrales del trabajo. 

El valor académico de esta contribución opera en dos planos. Desde el Derecho 
Constitucional comparado, el caso ecuatoguineano ilustra un fenómeno al que la doctrina 
africana no ha prestado suficiente atención: el de las reformas constitucionales que 
transforman sustancialmente el estatuto de un órgano sin modificar su denominación, 
generando discontinuidades que los operadores jurídicos tardan en absorber. Desde el 
Derecho Administrativo, la aportación es igualmente pertinente: la aplicación de categorías 
administrativas clásicas a un problema de calificación constitucional demuestra que la 
trazabilidad competencial, la técnica de la delegación y el concepto de imputación no son 
herramientas exclusivas del contencioso-administrativo, sino instrumentos de 
interpretación del poder público en cualquier nivel del ordenamiento. 

La metodología empleada se inscribe en el enfoque jurídico-dogmático sistemático, que 
combina el análisis exegético de los textos normativos con la aplicación de categorías 
analíticas del Derecho Administrativo como instrumentos hermenéuticos. El diseño de 
investigación parte de las disposiciones de la Ley Fundamental de 2012 y de la Ley 2/2015, 
de Régimen Jurídico de la Administración General del Estado, examinadas también en 
perspectiva histórico-comparada con la Ley Fundamental aprobada por referéndum en 
1991 y reformada en 1995. Las tres categorías analíticas centrales —competencia, 
delegación e imputación— operan como instrumentos de interpretación jurídica que 
permiten determinar la posición institucional real del Primer Ministro con independencia 
de la denominación formal del cargo. El trabajo incluye además análisis de evidencia 
documental —entre ellas las Órdenes de la Presidencia del Gobierno publicadas en el 
Boletín Oficial del Estado de Guinea Ecuatorial— que contrasta el diseño normativo con la 
práctica institucional. 
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El trabajo se organiza en seis apartados: el primero desarrolla el marco teórico y el estado 
de la literatura, con identificación de las posiciones doctrinales divergentes; el segundo 
reconstruye el estatuto constitucional del Primer Ministro desde una perspectiva histórica 
y sistemática; el tercero examina su concreción legislativa en la Ley 2/2015; el cuarto aplica 
las categorías del Derecho Administrativo al régimen de competencias; el quinto analiza las 
prácticas institucionales que generan equívocos; y el sexto ofrece la perspectiva comparada 
con el sistema presidencial mexicano. 

El presente trabajo tiene su origen en una investigación doctoral sobre el régimen 
jurídico de la Dirección Pública Profesional en Guinea Ecuatorial. Esa investigación identificó 
el presidencialismo reforzado consagrado en la Ley Fundamental de 2012 como el marco 
constitucional que determina la inexistencia de un estatuto directivo profesional 
diferenciado en el ordenamiento ecuatoguineano, y señaló la saturación jerárquica 
derivada de la concentración de la dirección política en la figura presidencial como uno de 
los condicionantes estructurales de la capacidad administrativa del Estado. Al analizar ese 
marco constitucional, la investigación doctoral detectó una pregunta que su objeto principal 
no le permitía abordar con la profundidad necesaria: si el ordenamiento cuenta con un 
órgano de coordinación ejecutiva subordinado al Presidente, cuál es su naturaleza jurídica 
real y por qué su denominación genera equívocos interpretativos que afectan a la 
comprensión del sistema. El presente artículo da respuesta a esa pregunta. No es una 
extensión de la tesis doctoral ni un capítulo desplazado de ella: es una investigación 
autónoma que nace del mismo campo de observación y que contribuye, desde el Derecho 
Constitucional y el Derecho Administrativo, a la comprensión del ordenamiento 
ecuatoguineano en una dimensión que la investigación doctoral había identificado como 
relevante sin poder desarrollarla. Su conexión con aquella investigación es, por tanto, la del 
trabajo que examina con detenimiento un problema que una investigación más amplia dejó 
señalado en el margen. 

 

1. El nominalismo como error metodológico: estado de la literatura, 
posiciones divergentes y presupuestos teóricos 

La literatura sobre diseño constitucional en África subsahariana ha experimentado un 
notable desarrollo desde los procesos de democratización de los años noventa, aunque el 
análisis específico del poder ejecutivo y la figura del Primer Ministro en los sistemas 
presidencialistas africanos ha recibido una atención comparativamente menor. Los estudios 
de Hyden (2012) sobre política africana en perspectiva comparada identificaron las 
particularidades de los sistemas ejecutivos africanos frente a los modelos occidentales de 
referencia, subrayando la importancia de considerar las dinámicas institucionales propias 
de cada contexto antes de aplicar categorías externas. En una línea similar, Prempeh (2007) 
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advirtió sobre el riesgo de trasladar categorías normativas propias de democracias 
consolidadas a sistemas en proceso de construcción institucional, un riesgo que resulta 
especialmente relevante en el análisis de las formas de gobierno en el contexto africano. 

El debate sobre la clasificación de los sistemas de gobierno africanos ha ocupado un lugar 
central en la doctrina constitucional comparada de las últimas décadas. Elgie, Moestrup y 
Wu (2011) ofrecieron el estudio sistemático más completo sobre el semipresidencialismo y 
la democracia, examinando una amplia muestra de sistemas que incorporan 
simultáneamente la figura del Presidente electo por sufragio directo y la de un Primer 
Ministro. Sus conclusiones apuntan a que la mera presencia formal de ambas figuras no 
permite determinar por sí sola el tipo de sistema de gobierno ni predecir su funcionamiento 
institucional, lo que refuerza la necesidad de un análisis funcional que atienda a la 
distribución real del poder y a los mecanismos de responsabilidad política. Este análisis 
funcional incluye necesariamente el examen de los mecanismos de control político del 
Ejecutivo, es decir, los instrumentos a través de los cuales el Parlamento supervisa y limita 
la actuación normativa y política del Gobierno; en perspectiva comparada, estos 
mecanismos varían de manera significativa según el modelo constitucional adoptado y son 
determinantes para distinguir sistemas en los que el Ejecutivo responde ante el Legislativo 
de aquellos en los que la legitimidad democrática de ambos órganos es diferenciada e 
independiente (Figueruelo Burrieza, Á., Enríquez Fuentes, G. J., y Núñez Torres, M., 2010). 
Cheeseman (2015) identificó, por su parte, un patrón recurrente en los procesos de 
democratización africanos: la adopción de instituciones formalmente pluralistas que en la 
práctica reproducen lógicas de concentración del poder ejecutivo, lo que dificulta la 
correcta clasificación de estos sistemas mediante las categorías tipológicas elaboradas para 
contextos distintos. Posner y Young (2007) aportaron evidencia empírica sobre los procesos 
de institucionalización del poder político en África, mostrando que la consolidación de los 
marcos normativos formales no siempre va acompañada de una transformación 
equivalente en las prácticas institucionales. 

El análisis del sistema ecuatoguineano en particular presenta un estado doctrinal 
prácticamente inexplorado. A diferencia de lo que ocurre con otros sistemas 
constitucionales africanos de mayor presencia en la literatura comparada, la organización 
del poder ejecutivo en Guinea Ecuatorial no ha sido objeto de un estudio sistemático desde 
la perspectiva del Derecho Administrativo ni del Derecho Constitucional comparado. Los 
estudios disponibles sobre el constitucionalismo ecuatoguineano se han concentrado 
predominantemente en aspectos generales del sistema político, sin abordar de manera 
específica el estatuto jurídico del Primer Ministro ni las implicaciones de la reforma 
constitucional de 2012 para el sistema de fuentes y la organización administrativa del 
Estado. Esta laguna doctrinal justifica el enfoque adoptado en el presente trabajo. 
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El error interpretativo que este trabajo combate tiene, precisamente, raíces 
metodológicas antes que jurídicas. Consiste en identificar la forma de gobierno a partir de 
los nombres de sus órganos en lugar de hacerlo a partir de la distribución efectiva del poder 
que esos órganos ejercen. La doctrina comparada ha insistido en que lo definitorio de un 
sistema de gobierno no es el catálogo de figuras que contempla, sino la localización de la 
dirección política del Ejecutivo, los mecanismos de legitimación democrática de cada 
órgano y el régimen de responsabilidad que articula la relación entre Gobierno y 
Parlamento (Sartori, 1997; Shugart y Carey, 1992). Aplicado al caso del Primer Ministro, esto 
significa que su presencia en un texto constitucional no permite inferir, por sí sola, nada 
sobre la forma de gobierno. Este fenómeno ha sido conceptualizado en la doctrina 
constitucional comparada bajo la categoría de las denominadas leyes semánticas: 
disposiciones que adoptan la terminología y la apariencia formal de un determinado 
modelo sin establecer los mecanismos sustantivos que le darían contenido funcional real 
(Gordillo Pérez, L. I., 2024). En el caso ecuatoguineano, la previsión constitucional del Primer 
Ministro opera con esa misma lógica semántica: incorpora un término propio del universo 
semipresidencial sin atribuirle ni la doble legitimidad democrática ni la responsabilidad 
parlamentaria diferenciada que son los elementos constitutivos de ese modelo. 

Este nominalismo metodológico ha tenido consecuencias concretas en el estudio del 
constitucionalismo africano. Una parte significativa de la literatura comparada ha calificado 
como semipresidenciales o como presidencialismos atenuados a sistemas que incorporan 
la figura del Primer Ministro sin haber incorporado la doble legitimidad democrática ni la 
responsabilidad parlamentaria diferenciada que son los rasgos constitutivos del 
semipresidencialismo en sentido estricto (Elgie, 2004; Siaroff, 2003). El error tiene 
consecuencias prácticas, pues induce a los operadores jurídicos locales a interpretar las 
competencias del Primer Ministro con la holgura que correspondería a un jefe del Gobierno 
en sentido pleno, y a los observadores externos a evaluar la calidad democrática del sistema 
con categorías que no le son aplicables. 

La posición que este trabajo refuta no es, sin embargo, una lectura aislada. Existe en la 
doctrina comparada una corriente metodológica que propugna criterios de clasificación 
más amplios del semipresidencialismo, fundamentados no en la responsabilidad 
parlamentaria autónoma del Primer Ministro sino en la mera coexistencia formal de un 
Presidente electo por sufragio directo y una figura con funciones ejecutivas de 
coordinación. Desde esta perspectiva, sistematizada por Elgie (1999) a partir de la definición 
original de Duverger (1980), cualquier ordenamiento que contemple simultáneamente un 
Presidente electo directamente y un Primer Ministro podría ser calificado como 
semipresidencial, con independencia de si el segundo polo ejecutivo dispone de legitimidad 
democrática propia o de responsabilidad parlamentaria diferenciada. Elgie et al. (2011) han 
sostenido este enfoque inclusivo con el argumento de que permite comparaciones 



 

 

 
pp. 31-51 

37 
 

 

 

 

Artículo: “Coordinación administrativa y delegación 
presidencial: El estatuto del Primer Ministro en 
Guinea Ecuatorial” 

Eucario Bakale Angue Oyana 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2668  
Número 14 
julio-diciembre 2026 

sistemáticas entre un mayor número de casos. Aplicada al ordenamiento ecuatoguineano, 
esta lectura maximalista conduciría a una calificación de semipresidencial o, cuando menos, 
de presidente-parlamentario en los términos de la tipología de Shugart y Carey (1992). El 
presente trabajo rechaza esta lectura porque el carácter estrictamente facultativo y 
derivado del Primer Ministro ecuatoguineano, la ausencia de cualquier mecanismo de 
responsabilidad parlamentaria diferenciada y la configuración normativa expresa del cargo 
como órgano de coordinación funcional hacen que la aplicación del concepto maximalista 
de semipresidencialismo produzca una imagen distorsionada del funcionamiento real del 
sistema, sin valor explicativo ni prescriptivo añadido. 

La distinción entre presidencialismo y semipresidencialismo reside, en su versión 
técnicamente más precisa, en la responsabilidad política diferenciada del segundo polo 
ejecutivo ante el Legislativo. En los sistemas parlamentarios y semipresidenciales, el Primer 
Ministro gobierna porque cuenta, directa o indirectamente, con la confianza del 
Parlamento; su continuidad en el cargo depende de esa confianza y su legitimidad política 
es, al menos en parte, independiente de la del Jefe de Estado (Duverger, 1980; Elgie, 1999). 
Ninguno de estos rasgos es tecnológicamente neutro: todos presuponen una doble 
legitimidad democrática y un régimen de responsabilidad diferenciada que producen las 
dinámicas de cohabitación características de los sistemas duales. Cuando un ordenamiento 
incorpora la denominación «Primer Ministro» pero no incorpora ninguno de estos 
mecanismos, la etiqueta no arrastra el contenido (Elgie, 2004; Siaroff, 2003). 

El Derecho Administrativo aporta en este punto una distinción que enriquece y precisa 
el análisis constitucional comparado. Se trata de la diferencia entre dirección política y 
dirección administrativa del Ejecutivo. La primera, esto es, la definición de la orientación 
general del Estado, es el núcleo indisponible de la función gubernamental y no puede 
desligarse de la legitimidad democrática del órgano que la ejerce. El diseño constitucional 
que atribuye esa dirección política al Presidente de la República lo convierte en el vértice 
central desde el que pivota la conducción del Estado, con independencia de que existan 
órganos de coordinación administrativa subordinados a él (Cascajo Castro, J. L., y Bustos 
Gisbert, R., 2001). La segunda es una función instrumental orientada a garantizar la 
coherencia y la eficacia de la acción del Estado; en cuanto tal, es susceptible de ser 
distribuida entre distintos órganos mediante técnicas organizativas y de delegación, sin que 
esa distribución altere la titularidad de la dirección política (García de Enterría, E., y 
Fernández, T. R., 2011; Santamaría Pastor, J. A., 2018). Esta distinción es la llave 
interpretativa que permite comprender por qué la creación de un órgano de coordinación 
del Ejecutivo, cualquiera que sea su denominación, no implica automáticamente ni la 
aparición de un ejecutivo dual ni un desplazamiento de la jefatura gubernamental. 

 



 

 

 
pp. 31-51 

38 
 

 

 

 

Artículo: “Coordinación administrativa y delegación 
presidencial: El estatuto del Primer Ministro en 
Guinea Ecuatorial” 

Eucario Bakale Angue Oyana 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2668 
 Número 14 

julio-diciembre 2026 

2. De jefe del Gobierno a coordinador administrativo: la ruptura 
constitucional de 2012 y sus implicaciones interpretativas 

Para comprender cabalmente el estatuto del Primer Ministro en la Ley Fundamental (LF) de 
2012 es indispensable situarlo en su contexto histórico-constitucional inmediato. El 
ordenamiento ecuatoguineano no llegó a 2012 sin experiencia previa con la figura: la Ley 
Fundamental aprobada por referéndum en 1991 y reformada en 1995 había configurado al 
Primer Ministro como jefe del Gobierno con competencias propias y con una posición 
institucional radicalmente distinta de la que le asigna el texto vigente. El artículo 53 de 
aquella norma era inequívoco en su formulación: «El Primer Ministro es el Jefe de Gobierno, 
dirige su acción, ejecuta y hace ejecutar las Leyes y dicta las instrucciones necesarias para 
este fin dentro de las competencias del Gobierno y de la Administración». El Presidente de 
la República era, bajo ese diseño, el Jefe del Estado, pero no el Jefe del Gobierno; ambas 
funciones estaban institucionalmente diferenciadas y atribuidas a órganos distintos, 
configurando una estructura de ejecutivo con dos polos de autoridad. 

Esta arquitectura tenía además un correlato en el régimen de responsabilidad. El artículo 
30 de la Ley Fundamental de 1995 enumeraba al Primer Ministro entre los órganos a través 
de los cuales el Estado ejercía sus funciones, con una posición institucional propia y no 
meramente derivada. El artículo 55 le atribuía, en su calidad de jefe del Gobierno, la 
coordinación de las actividades ministeriales, la vigilancia del buen funcionamiento de los 
servicios públicos, la dirección de los asuntos a someter al Consejo de Ministros y la 
presentación ante la Cámara de los Representantes de los proyectos de leyes adoptados 
por el Gobierno. Se trataba de un Primer Ministro con titularidad propia sobre funciones 
gubernamentales sustantivas, no de un simple coordinador de la acción administrativa. Ese 
diseño presentaba rasgos funcionalmente comparables a los sistemas semipresidenciales, 
aunque con particularidades propias derivadas del contexto político ecuatoguineano. 

La reforma constitucional de 2012 supuso una ruptura deliberada con ese modelo. El 
constituyente no ignoraba el diseño que estaba sustituyendo; lo conocía y optó 
conscientemente por transformarlo. El nuevo artículo 33.1 fusionó en el Presidente de la 
República las jefaturas del Estado y del Gobierno: «El Presidente de la República es el Jefe 
de Estado, ejerce el Poder Ejecutivo como Jefe de Gobierno». Esta fusión no fue un detalle 
semántico; fue la pieza central de una reconfiguración del poder ejecutivo orientada a 
concentrar la dirección política en un solo órgano con legitimidad democrática directa. El 
artículo 32.3, por su parte, reconvirtió al Primer Ministro en un cargo facultativo de 
coordinación: el Presidente «podrá» designarlo, con funciones acotadas a la coordinación 
administrativa y la representación parlamentaria del Ejecutivo, y con competencias 
adicionales solo en la medida en que el Presidente expresamente se las delegue. 
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Las implicaciones interpretativas de esta discontinuidad son de primer orden. Quienes 
aplican al texto de 2012 las categorías elaboradas bajo el texto de 1995 incurren en lo que 
cabe denominar un error de temporalidad constitucional: atribuyen al Primer Ministro 
vigente un estatuto que la reforma de 2012 le retiró explícitamente. Este error tiene efectos 
prácticos sobre la interpretación de las competencias del Primer Ministro, sobre el alcance 
del control jurisdiccional de sus actos y sobre la percepción que los propios operadores 
institucionales tienen de su papel en la estructura del Ejecutivo. La memoria del Primer 
Ministro como jefe del Gobierno, incorporada en la cultura jurídica y política del país 
durante los años de vigencia de la Ley Fundamental de 1995, opera como un marco 
interpretativo residual que distorsiona la lectura del ordenamiento vigente. Desactivar ese 
marco es una de las tareas que corresponde a la doctrina jurídica, y a ello pretende 
contribuir el presente análisis. 

La Ley Fundamental de 2012 diseña, sobre este fondo, un ejecutivo unitario en el que la 
dirección política no se fragmenta entre dos órganos con legitimidades diferenciadas. El 
Presidente concentra la jefatura del Estado y del Gobierno, define la política de la Nación, 
ejerce el poder reglamentario y convoca y preside el Consejo de Ministros. No se trata de 
una acumulación accidental de atribuciones; es la expresión coherente de un modelo en el 
que la dirección política converge en una sola figura dotada de mandato propio derivado 
del sufragio universal directo. 

Sobre este fondo constitucional debe leerse la previsión del Primer Ministro, que la Ley 
Fundamental de 2012 formula en los siguientes términos: 

El Presidente de la República podrá designar un Primer Ministro de entre los Miembros del Gobierno 
para encargarse de la Coordinación Administrativa, la presentación de Leyes y otras disposiciones del 
Ejecutivo ante el Parlamento, así como otras funciones que le delegue. (LF, art. 32.3) 

La cláusula «podrá designar» no es un detalle de redacción: es la expresión normativa 
del carácter instrumental y contingente de la figura. La Ley Fundamental de 2012 no obliga 
a que haya un Primer Ministro; lo pone a disposición del Presidente como herramienta de 
gestión. El contraste no puede ser más nítido: el artículo 53 de la Ley Fundamental de 1995 
decía que el Primer Ministro «es» el jefe del Gobierno; el artículo 32.3 de la Ley 
Fundamental de 2012 dice que el Presidente «podrá» designarlo para funciones de 
coordinación. La distancia entre ambas formulaciones es la medida exacta de la ruptura 
constitucional. 

La lectura se refuerza desde la posición del Primer Ministro en el Consejo de Ministros. 
Dicho órgano ejerce la política general de la Nación determinada por el Presidente y actúa 
bajo su presidencia; el Primer Ministro participa en él como un miembro más, sin presidirlo 
ni dirigir políticamente sus deliberaciones. El régimen de responsabilidad ante el 
Parlamento es solidario y compartido con el conjunto del Gobierno; no existe en la Ley 
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Fundamental de 2012 ningún mecanismo que permita al Legislativo exigir una 
responsabilidad política diferenciada al Primer Ministro ni provocar su dimisión de forma 
autónoma. Estos tres elementos, la posición en el Consejo, la posición en la jerarquía del 
Gobierno y el régimen de responsabilidad, son precisamente los que la doctrina considera 
determinantes para distinguir un verdadero jefe del Gobierno de un órgano de coordinación 
administrativa (Sartori, 1997; Linz, J. J., 1990). El Primer Ministro ecuatoguineano bajo el 
texto vigente no reúne ninguno de ellos. 

 

3. La opción del legislador ordinario: la Ley 2/2015 como instrumento de 
cierre interpretativo 

Cuando el legislador ordinario abordó la definición del Primer Ministro, optó por una 
fórmula técnicamente precisa que confirma la lectura constitucional sostenida en el 
apartado anterior. No lo denominó jefe del Gobierno ni le atribuyó la dirección del 
Ejecutivo; lo definió como miembro del Gobierno designado por el Presidente con funciones 
de coordinación y con las competencias que este le delegue. Esta elección terminológica no 
es casual: reproduce casi literalmente la habilitación del artículo 32.3 de la Ley Fundamental 
de 2012 y, al hacerlo, cierra el círculo entre el diseño constitucional y su concreción 
administrativa. El legislador no aprovechó la Ley 2/2015 para ampliar el estatuto del Primer 
Ministro, sino para precisarlo dentro de los márgenes que la Constitución le señalaba (art. 
23 LRJ). Esta opción confirma que el legislador ordinario asumió plenamente la ruptura 
operada en 2012 y no intentó recuperar por vía legislativa los contenidos que la reforma 
constitucional había suprimido. 

La posición que la Ley 2/2015 asigna al Primer Ministro en la jerarquía de los órganos 
superiores de la Administración Central también es reveladora. Figura en quinto lugar, 
precedido no solo por el Presidente y el Vicepresidente, sino por el Consejo de Ministros 
como órgano colegiado y por las Comisiones Delegadas del Gobierno. Esta ordenación 
expresa la voluntad del legislador de situar la función coordinadora del Primer Ministro en 
el nivel operativo de la ejecución administrativa, por debajo del nivel político-decisional que 
corresponde al Consejo (art. 10.1 LRJ). Un jefe del Gobierno no puede estar jerárquicamente 
por debajo del órgano colectivo que está llamado a dirigir; un coordinador administrativo, 
en cambio, tiene pleno sentido en esa posición. 

El catálogo de atribuciones específicas del Primer Ministro permite una verificación 
empírica de la tesis sostenida. Todas y cada una de sus funciones caen bajo una de estas 
dos categorías: coordinación interministerial o ejercicio delegado de potestades 
presidenciales, con mención expresa de la delegación en cada caso. En la primera categoría 
se encuentran el aseguramiento de la coherencia administrativa entre departamentos, la 
supervisión de la ejecución de los acuerdos del Consejo de Ministros, la resolución de 
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conflictos entre ministerios y el control del cumplimiento de los planes de acción. En la 
segunda se ubican la presidencia del Consejo Interministerial y la presidencia de las 
Comisiones Delegadas del Gobierno, ambas ejercidas por delegación presidencial expresa. 
En ninguno de estos supuestos el Primer Ministro actúa como titular originario de la 
dirección del Ejecutivo. 

La noción de centro de gobierno adquiere en este contexto una relevancia analítica 
específica. En los sistemas presidenciales con estructuras administrativas complejas, el 
centro de gobierno designa el conjunto de órganos que asisten al titular del Ejecutivo en la 
preparación, seguimiento y coordinación de las decisiones gubernamentales (Samuels, D., 
y Shugart, M. S., 2010). En Guinea Ecuatorial, la Ley 2/2015 diseña un centro de gobierno 
articulado en torno al Primer Ministro como coordinador sustantivo y al Ministro Secretario 
General como responsable del soporte técnico y procedimental. Este diseño es 
funcionalmente racional, pero su coherencia jurídica depende de que cada órgano actúe 
dentro de su competencia y de que las relaciones entre ellos estén reglamentariamente 
delimitadas. 

Hay un detalle de técnica legislativa en la Ley 2/2015 que merece atención particular. 
Cuando el legislador quiere establecer que una competencia del Primer Ministro tiene 
carácter delegado, lo dice expresamente: «por delegación del Presidente de la República». 
Esta explicitación aparece en la presidencia del Consejo Interministerial y en la presidencia 
de las Comisiones Delegadas del Gobierno. Desde una perspectiva interpretativa, esta 
técnica tiene un efecto de cierre: si la ley explicita la delegación cuando existe, su silencio 
en otros contextos no puede interpretarse como delegación implícita de poderes 
adicionales, sino como ejercicio de las funciones coordinadoras directamente atribuidas por 
la ley. 
 

4. Titularidad, delegación e imputación: las categorías administrativas que 
ordenan el estatuto del Primer Ministro 

El análisis de los textos normativos adquiere mayor profundidad cuando se lee a través de 
las categorías del Derecho Administrativo, que permiten dar nombre técnico a lo que la 
Constitución y la ley diseñan en términos institucionales. La categoría más relevante en este 
contexto es la distinción entre titularidad y ejercicio de la competencia. Toda competencia 
pública tiene un titular, que es el órgano al que el ordenamiento se la atribuye 
originariamente, y puede tener un ejerciente, que es el órgano que la actúa en un momento 
dado por habilitación del titular. En el caso del Primer Ministro, esta distinción opera con 
absoluta claridad bajo el texto de 2012: la titularidad de la función gubernamental, que 
comprende la definición de la política general, la dirección del Consejo de Ministros y el 
ejercicio del poder reglamentario, permanece siempre en el Presidente. Lo que el Primer 
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Ministro ejerce son competencias coordinadoras propias atribuidas por la ley, o 
competencias presidenciales cuyo ejercicio le ha sido encomendado mediante delegación. 
Bajo el texto de 1995, en cambio, el Primer Ministro era titular originario de la función 
gubernamental; esa titularidad es precisamente lo que la reforma de 2012 le retiró (García 
de Enterría y Fernández, 2011; Parejo Alfonso, L., 2014). 

La delegación, en este contexto, no debe confundirse con una transferencia de poder. 
Desde la doctrina del Derecho Administrativo, la delegación es una técnica de eficiencia 
organizativa que permite al órgano titular encomendar el ejercicio de una competencia a 
otro órgano sin desprenderse de la titularidad ni de la responsabilidad final sobre los 
resultados. Junto a este principio opera el de irrenunciabilidad de la competencia: el titular 
no puede abdicar definitivamente de las facultades que el ordenamiento le atribuye por 
razón del cargo; puede encomendar su ejercicio, pero esa encomienda es revocable y no 
genera derechos adquiridos en el órgano delegado (Santamaría Pastor, J. A., 2018). 
Trasladado al estatuto del Primer Ministro, esto significa que cuando actúa en virtud de una 
delegación presidencial no está ejerciendo poder propio, sino poder prestado; y que el 
Presidente puede revocar la delegación en cualquier momento sin que el Primer Ministro 
pueda oponerse. 

La cuestión de qué competencias pueden ser objeto de delegación presidencial al Primer 
Ministro y cuáles resultan indelegables por su naturaleza tiene igualmente relevancia 
práctica. La doctrina del Derecho Administrativo identifica como indelegables aquellas 
competencias que la norma atributiva reserva en exclusiva al órgano titular, bien por su 
naturaleza constitucional, bien por la especial confianza que el ordenamiento deposita en 
el criterio personal del titular (Parejo Alfonso, 2014; Santamaría Pastor, 2018). En el caso 
del Presidente de la República ecuatoguineano, la definición de la política general de la 
Nación, la convocatoria y presidencia del Consejo de Ministros y el ejercicio del poder 
reglamentario son competencias que el texto constitucional vincula a la figura presidencial 
de manera indisociable y que, por tanto, no pueden ser objeto de delegación válida en el 
Primer Ministro. Esta limitación no se encuentra explicitada en la Ley 2/2015, pero se 
deduce con nitidez de la interpretación sistemática del texto constitucional: si la Ley 
Fundamental atribuye estas funciones al Presidente como expresión de su jefatura del 
Gobierno, ninguna delegación puede transferirlas a otro órgano sin alterar, al menos en el 
plano funcional, la forma de gobierno que la Constitución establece. El ordenamiento 
ecuatoguineano se beneficiaría de una norma expresa que delimite el perímetro de las 
competencias delegables al Primer Ministro, diferenciándolas de aquellas que pertenecen 
al núcleo indelegable de la función presidencial. 

La imputación jurídica de los actos del Primer Ministro es otro elemento de esta 
arquitectura que merece atención detenida. Cuando actúa en ejercicio de competencias 
coordinadoras propias, los actos que dicta le son directamente imputables y son recurribles 
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ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Cuando actúa en virtud de una delegación 
presidencial, la imputación jurídica de sus actos se traslada, al menos parcialmente, al 
órgano delegante, y el control jurisdiccional debe alcanzar también a este. Esta distinción 
no es un tecnicismo; tiene consecuencias directas sobre la correcta determinación de la 
legitimación pasiva en los procesos contencioso-administrativos y sobre la efectividad del 
control de legalidad. Un sistema que no explicita con claridad cuándo el Primer Ministro 
actúa por competencia propia y cuándo lo hace por delegación presidencial compromete la 
garantía jurisdiccional de los administrados. 

Desde esta perspectiva, el principio de seguridad jurídica adquiere en el contexto del 
estatuto del Primer Ministro una dimensión que va más allá de la corrección formal de los 
actos administrativos. La seguridad jurídica exige que los administrados puedan conocer de 
antemano, con razonable certidumbre, qué órgano es competente para resolver los asuntos 
que les afectan y qué vías de impugnación tienen a su disposición. Cuando el título 
competencial del Primer Ministro es opaco, esta certidumbre se resiente. La opacidad no 
surge solo de una deficiencia técnica del ordenamiento; surge también de la persistencia 
de una memoria institucional que asocia al Primer Ministro con competencias que el texto 
vigente no le atribuye. 

 

5. La distancia entre la norma y la práctica: tres disfunciones 
institucionales que alimentan el equívoco 

El desfase entre un diseño normativo coherente y una práctica institucional que se le resiste 
es uno de los fenómenos más frecuentes en los sistemas jurídicos en proceso de 
consolidación, y se acentúa cuando una reforma constitucional de alcance sustantivo no 
viene acompañada de una depuración paralela de las formas, los símbolos y los hábitos 
organizativos heredados del diseño anterior. Este es precisamente el caso del Primer 
Ministro en Guinea Ecuatorial tras la reforma de 2012: el texto normativo operó una ruptura 
clara con el modelo de jefe del Gobierno que había configurado la Ley Fundamental de 
1995, pero determinadas prácticas institucionales siguieron reproduciendo los patrones de 
actuación y de presentación institucional propios de ese modelo derogado. El resultado es 
que los observadores, tanto internos como externos al ordenamiento, perciben señales de 
dualidad ejecutiva allí donde el Derecho positivo vigente solo prevé coordinación funcional. 

La primera práctica es la firma de actos administrativos con efectos jurídicos externos 
por parte del Primer Ministro sin que el título competencial habilitante aparezca 
explicitado. Entre estos actos se encuentran las Órdenes de la Presidencia del Gobierno 
publicadas en el Boletín Oficial del Estado de Guinea Ecuatorial, mediante las cuales el 
Primer Ministro ha regulado el funcionamiento de determinados servicios administrativos, 
constituido comisiones interministeriales o aprobado instrucciones de organización interna, 
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incorporando encabezados que los atribuyen a «la Presidencia del Gobierno» sin identificar 
si el fundamento es la atribución directa de la Ley 2/2015 o una delegación presidencial 
específica. El problema no es de validez formal: si la habilitación existe, el acto es válido con 
independencia de que esté o no explicitada. El problema es de opacidad competencial: la 
reiteración de esta práctica crea la apariencia de que el Primer Ministro dispone de un 
ámbito de potestad general propia, lo que resulta tanto más equívoco cuanto que esa 
potestad propia existía efectivamente bajo la Ley Fundamental de 1995 (García de Enterría 
y Fernández, 2011). La corrección es técnicamente sencilla: la publicación sistemática de los 
decretos de delegación presidencial, con identificación precisa de las materias y el alcance 
temporal, cerraría el espacio de ambigüedad. 

La segunda práctica concierne a la coexistencia entre el Primer Ministro y el Ministro 
Secretario General de la Presidencia del Gobierno. Ambas figuras operan en el mismo 
espacio funcional, la coordinación y el seguimiento de la acción gubernamental, sin que 
exista una delimitación reglamentaria precisa de sus respectivos ámbitos de actuación. En 
principio, la diferenciación es clara en su lógica: el Primer Ministro ejerce la coordinación 
sustantiva de la actividad administrativa entre departamentos; el Ministro Secretario 
General se ocupa de la preparación técnica, la organización interna del centro de gobierno 
y la garantía procedimental de sus actuaciones. Sin embargo, cuando esta distinción no se 
traduce en reglas operativas precisas, el solapamiento produce ineficiencia por duplicación 
de intervenciones y genera la imagen de un núcleo de gobierno que opera con autonomía 
propia respecto de la Presidencia de la República, imagen que remite inevitablemente al 
modelo de la Ley Fundamental de 1995. La solución se encuentra en el instrumental clásico 
del Derecho Administrativo de organización: un reglamento orgánico y funcional que 
establezca con precisión las competencias respectivas de ambas figuras bastaría para 
eliminar tanto la ineficiencia como el equívoco. 

La tercera práctica es la que produce el efecto simbólico más duradero: la utilización de 
la denominación «Presidencia del Gobierno» para designar la sede institucional desde la 
que el Primer Ministro ejerce sus funciones. Esta denominación tiene en el ordenamiento 
ecuatoguineano una carga histórica precisa que la hace especialmente perturbadora: bajo 
la Ley Fundamental de 1995, la Presidencia del Gobierno era efectivamente la sede del jefe 
del Gobierno, un órgano con competencias propias y responsabilidad diferenciada. 
Mantener esa denominación después de la reforma de 2012 proyecta sobre el Ejecutivo 
vigente la imagen del diseño derogado, produciendo una dualidad nominal entre 
«Presidencia de la República» y «Presidencia del Gobierno» que no corresponde a ninguna 
dualidad constitucional. La corrección puede ser nominal o normativa; en cualquier caso, 
debe romper el marco simbólico equívoco. 

El efecto acumulativo de las tres prácticas es mayor que la suma de sus partes, y se ve 
amplificado por el sustrato histórico que las rodea. La firma sin delegación publicada crea 
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apariencia de potestad propia; el solapamiento con el Ministro Secretario General produce 
imagen de núcleo autónomo; y la denominación «Presidencia del Gobierno» provee el 
encuadre que convierte las dos anteriores en evidencia aparente de dualidad ejecutiva. La 
paradoja, y en esto reside su gravedad jurídica, es que siendo un problema de percepción 
generado por prácticas subsanables y por residuos simbólicos de un diseño derogado, tiene 
consecuencias interpretativas sobre la forma de gobierno. Esto justifica que la corrección 
de estas prácticas no sea una cuestión de mejora burocrática, sino una exigencia de 
coherencia constitucional. 

 

6. El presidencialismo mexicano como referencia comparada: 
coordinación ejecutiva sin Primer Ministro 

La comparación entre el sistema presidencial mexicano y el ecuatoguineano no responde a 
una afinidad histórica o cultural directa, sino a la similitud de los problemas de coordinación 
administrativa que ambos sistemas deben resolver y a la diferente manera en que lo han 
hecho. México es una de las democracias presidencialistas más estudiadas de América 
Latina, con una larga tradición de concentración del poder ejecutivo en la figura presidencial 
y con una historia institucional en la que la coordinación de la acción gubernamental ha sido 
gestionada siempre a través de instrumentos situados dentro de la esfera presidencial, sin 
recurrir a la creación de un segundo polo de dirección gubernamental con legitimidad 
política propia (Carpizo, J., 2008; Valencia Carmona, S., 2009). Esta experiencia ofrece un 
banco de prueba relevante para evaluar si la coordinación administrativa del Ejecutivo 
requiere necesariamente una figura de jefe del Gobierno autónomo, o si puede articularse 
eficazmente dentro de la lógica del presidencialismo unitario. 

El sistema presidencial mexicano, establecido por la Constitución Política de 1917, ha 
mantenido desde sus orígenes un diseño en el que el Presidente de la República concentra 
la jefatura del Estado y del Gobierno, sin que ninguna norma constitucional haya 
contemplado la figura de un Primer Ministro o equivalente. La coordinación de la acción 
gubernamental ha sido gestionada históricamente mediante dos tipos de instrumentos. El 
primero fue la Secretaría de Gobernación, que durante buena parte del siglo XX cumplió 
funciones de coordinación política entre el Ejecutivo y el sistema de partidos, con un papel 
que algunos analistas han calificado de facto como equivalente al de un primer ministro, 
aunque sin base constitucional para ello y sin responsabilidad parlamentaria diferenciada 
(Cárdenas Gracia, 2012). El segundo es la Oficina de la Presidencia de la República en su 
configuración a partir de 2019, que asumió funciones de seguimiento y coordinación 
interinstitucional que antes se distribuían de manera difusa entre varias secretarías (Fix-
Fierro, 2015). 
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La evolución institucional mexicana es especialmente ilustrativa para los fines de este 
análisis. Al redefinir el papel de la Secretaría de Gobernación y crear la Oficina de la 
Presidencia como instrumento de coordinación directamente adscrito al Presidente, la 
administración federal optó deliberadamente por un modelo de coordinación ejecutiva 
centralizado en la esfera directa del Presidente, eliminando un mecanismo que, aunque de 
origen puramente administrativo, había generado una percepción de dualidad ejecutiva 
que no correspondía al diseño constitucional vigente (Carpizo, 2008). La lección que esta 
experiencia ofrece al análisis del sistema ecuatoguineano es relevante: la percepción de 
dualidad ejecutiva puede surgir no solo de los textos normativos, sino también de las 
prácticas institucionales acumuladas y de la concentración de funciones coordinadoras en 
órganos que no disponen de legitimidad constitucional propia para ejercerlas con 
autonomía. 

Desde esta perspectiva comparada, el sistema ecuatoguineano y el mexicano comparten 
una misma apuesta de fondo: la coordinación administrativa del Ejecutivo no requiere la 
creación de un segundo polo de dirección gubernamental con legitimidad democrática 
propia, sino que puede articularse a través de instrumentos situados dentro de la órbita 
presidencial y claramente subordinados a la dirección del Presidente. La diferencia entre 
ambos modelos no reside en el principio constitucional que los anima, sino en la 
denominación del órgano y en el grado de visibilidad pública de su estatuto jurídico. En 
Guinea Ecuatorial, el uso del término «Primer Ministro» introduce una carga semántica que 
el sistema mexicano ha evitado, lo que explica en parte por qué el equívoco interpretativo 
se produce con mayor intensidad en el ordenamiento ecuatoguineano. 

La comparación permite extraer dos conclusiones de interés directo. La primera es que 
los sistemas presidencialistas disponen de instrumentos propios y suficientes para gestionar 
la coordinación administrativa del Ejecutivo sin necesidad de crear una figura equivalente a 
un jefe del Gobierno en sentido semipresidencial. La segunda es que el riesgo de confusión 
interpretativa es mayor cuando el instrumento de coordinación recibe una denominación 
que evoca modelos institucionales distintos del que efectivamente se aplica. Ambas 
conclusiones refuerzan la tesis sobre el estatuto del Primer Ministro en Guinea Ecuatorial y 
apuntan a las medidas de corrección terminológica e institucional propuestas en el 
apartado anterior como vía adecuada para alinear la forma con el fondo del ordenamiento 
vigente. 

 

Conclusiones 

El recorrido analítico de este trabajo permite formular las siguientes conclusiones. 
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Primera. La confusión interpretativa sobre el estatuto del Primer Ministro en Guinea 
Ecuatorial tiene una doble raíz. En el plano metodológico, descansa en el nominalismo que 
identifica la forma de gobierno desde la denominación de los órganos en lugar de hacerlo 
desde la distribución funcional del poder. En el plano histórico, descansa en la aplicación al 
texto de 2012 de categorías que correspondían al diseño de la Ley Fundamental de 1995, 
en el que el Primer Ministro era efectivamente jefe del Gobierno con titularidad propia 
sobre la función gubernamental. El Derecho Administrativo ofrece el instrumental analítico 
más preciso para desactivar el primer error; el análisis constitucional comparado e histórico 
permite identificar y corregir el segundo. 

Segunda. La reforma constitucional de 2012 operó una ruptura deliberada con el diseño 
previo. El contraste entre el artículo 53 de la Ley Fundamental de 1995, que afirmaba que 
el Primer Ministro «es» el jefe del Gobierno, y el artículo 32.3 de la Ley Fundamental de 
2012, que establece que el Presidente «podrá» designarlo para funciones de coordinación, 
es la medida exacta de esa ruptura. Interpretar el texto vigente ignorando esta 
discontinuidad equivale a aplicar un ordenamiento derogado. 

Tercera. El desarrollo legislativo en la Ley 2/2015 no amplía el estatuto del Primer 
Ministro: lo precisa y lo cierra. La definición como miembro del Gobierno designado por el 
Presidente, la posición en la jerarquía de órganos superiores y el catálogo de atribuciones, 
todas ellas coordinadoras o delegadas, son opciones deliberadas que reproducen y 
confirman el diseño constitucional. 

Cuarta. Las categorías del Derecho Administrativo —titularidad y ejercicio de la 
competencia, irrenunciabilidad, delegación e imputación— proporcionan el instrumental 
técnico que permite comprender en qué condiciones jurídicas actúa el Primer Ministro y 
qué consecuencias produce esa actuación. La delimitación expresa del perímetro de 
competencias delegables al Primer Ministro, diferenciadas del núcleo indelegable de la 
función presidencial, constituye además una exigencia de coherencia normativa del 
ordenamiento vigente. 

Quinta. La persistencia del equívoco interpretativo se explica por tres prácticas 
institucionales que operan de manera acumulativa sobre el sustrato de la memoria del 
diseño derogado: la firma de actos —entre ellos las Órdenes de la Presidencia del 
Gobierno— sin delegación publicada; el solapamiento funcional entre el Primer Ministro y 
el Ministro Secretario General; y la denominación «Presidencia del Gobierno» para la sede 
diferenciada del Primer Ministro. La corrección de estas prácticas no requiere reforma 
constitucional: requiere publicidad de las delegaciones, un reglamento orgánico que 
delimite competencias y una revisión o definición normativa de la denominación 
institucional. 

Sexta. La perspectiva comparada con el sistema presidencial mexicano confirma que los 
ordenamientos presidencialistas disponen de instrumentos propios para articular la 
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coordinación del Ejecutivo sin necesidad de crear un segundo polo de dirección 
gubernamental con legitimidad democrática propia. La denominación utilizada para ese 
instrumento de coordinación determina en gran medida si la percepción institucional del 
sistema se ajusta o se aparta de su diseño constitucional real. 

Séptima. En términos más generales, el presente trabajo ilustra la utilidad del Derecho 
Administrativo como marco analítico para interpretar figuras institucionales que no encajan 
plenamente en las tipologías clásicas del Derecho Constitucional comparado. La depuración 
doctrinal de estas figuras es una condición de la coherencia interna del ordenamiento y una 
exigencia del principio de seguridad jurídica. 
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RESUMEN: La gobernanza agraria en 
México, cuya base territorial abarca el 
51% del país, exige una construcción 
ontológica como un sistema complejo de 
relaciones socio-jurídicas orientadas a la 
sostenibilidad rural. El presente artículo 
problematiza las asimetrías de poder 
político, técnico y económico que sitúa a 
los sujetos agrarios en una posición de 
vulnerabilidad frente al extractivismo y el 
desarrollo industrial. Bajo un enfoque 
cualitativo-inductivo, se analiza cómo el 
trinomio de Escazú actúa como el 
mecanismo causal indispensable para 
corregir dichas asimetrías y transitar 
hacia un paradigma ecocéntrico. Desde 
las teorías de la justicia de Rawls y 
Honneth, la sostenibilidad rural requiere 

 ABSTRACT: Agrarian governance in 
Mexico, whose territorial base 
encompasses 51% of the country, 
demands an ontological construction as a 
complex system of socio-legal relations 
oriented toward rural sustainability. This 
article problematizes the asymmetries of 
political, technical, and economic power 
that place agrarian subjects in a 
vulnerable position vis-à-vis extractivism 
and industrial development. Using a 
qualitative-inductive approach, it 
analyzes how the Escazú Agreement acts 
as the indispensable causal mechanism 
for correcting these asymmetries and 
transitioning toward an ecocentric 
paradigm. Drawing on the theories of 
justice of Rawls and Honneth, rural 
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validar a los sujetos agrarios como 
guardianes legítimos de la biodiversidad. 
Los resultados, enmarcados en el 
fenómeno del enverdecimiento de las 
cortes y la Opinión Consultiva OC-32/25 
demuestran que la asamblea ejidal debe 
fortalecerse como el núcleo de una 
democracia ambiental capaz de tutelar la 
función ecológica de la propiedad. Se 
concluye que otorgar facultades 
agroambientales a los Tribunales 
Agrarios es una medida precautoria 
prioritaria para garantizar la equidad 
intergeneracional y la paz social. 
Palabras clave: Gobernanza agraria; 
Justicia socio-ambiental; Acuerdo de 
Escazú; Paradigma ecocéntrico; 
enverdecimiento de las cortes. 

sustainability requires validating agrarian 
subjects as legitimate guardians of 
biodiversity. The results, framed within 
the phenomenon of the greening of the 
courts and Advisory Opinion OC-32/25, 
demonstrate that the Ejido Assembly 
must be strengthened as the core of an 
environmental democracy capable of 
safeguarding the ecological function of 
property. It is concluded that granting 
agro-environmental powers to the 
Agrarian Courts is an unavoidable 
precautionary measure to guarantee 
intergenerational equity and social peace. 
Keywords: Agrarian governance; Socio-
environmental justice; Escazú Agreement; 
Ecocentric paradigm; Greening of the 
courts. 

 
SUMARIO. Introducción. 1. Construcción ontología de la gobernanza agraria y justicia socio-
ambiental. 2. Derecho humano a un medioambiente sano (DHAS) como finalidad de la 
justicia socio-ambiental. 3. Gobernanza agraria y democracia participativa. 4. Metodología. 
5. Resultados y discusión. Conclusiones. Fuentes de consulta. 
 

Introducción 
En México, la gestión del territorio y la conservación de la biodiversidad encuentra su 
cimiento en la propiedad social, un régimen de la tenencia de la tierra que abarca el 51% de 
la superficie nacional (99, 608,232 hectáreas) y en la cual se halla un total de En México, la 
gestión del territorio y la conservación de la biodiversidad encuentra su cimiento en la 
propiedad social, un régimen de la tenencia de la tierra que abarca el 51% de la superficie 
nacional (99, 608,232 hectáreas) y en la cual se halla un total de 32, 261 núcleos agrarios 
(Registro Agrario Nacional, 2024). Constituyéndose de esta forma como los principales 
custodios de los sistemas ecosistémicos, al albergar el 80% de los bosques y selvas, el 60% 
de las áreas naturales protegidas y la mayoría de las reservas hídricas del país (Torres Rojo, 
J. M., 2020), lo que los coloca frente a la triple crisis planetaria: cambio climático, 
contaminación y pérdida de biodiversidad. 
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Desde el México independiente, se ha concebido a la naturaleza como un objeto de 
apropiación, como un recurso al servicio de la acumulación de la riqueza humana, 
ignorando sus límites biofísicos y su valor intrínseco. La sostenibilidad rural no puede 
entenderse solo como conservación biológica (Martín López, O., 2024) se requiere desde 
las teorías de justicia de John Rawls, Axel Honneth y Émile Durkheim superar el utilitarismo 
a fin de transitar a una gobernanza policéntrica, que permita concebir tanto a los bienes 
primarios como a los lazos de identidad territorial como medios indispensables que 
garanticen la realización de cualquier modo de vida de los sujetos agrarios. 

Rawls cuestiona el utilitarismo y considera que la justicia distributiva debe ocuparse de 
la estructura de la sociedad, donde las cargas y beneficios ambientales sean distribuidos de 
forma equitativa entre todos los sectores. Él señala que, dentro de los principios que deben 
gobernar la distribución de los bienes primarios está el del ahorro justo, el cual se relaciona 
con la responsabilidad que las generaciones tienen con el cuidado y protección del 
medioambiente. (Vaca Paniagua, M., 2021) 

Si bien, la estructura básica de la sociedad en Rawls atiende a la distribución de bienes 
primarios para los individuos, en el contexto de la propiedad social agraria en nuestro país, 
estos bienes primarios no pueden fragmentarse de forma individual, sino que requieren de 
una dimensión comunitaria y colectiva que aporta la teoría del reconocimiento de Axel 
Honneth o más afines al policentrismo. 

Con la teoría de la justicia del reconocimiento de Honneth, es posible validar a los sujetos 
agrarios como depositarios del patrimonio común y desde la perspectiva sociológica de 
Durkheim, las asambleas ejidales o comunales deben consolidarse como órganos de 
cohesión social y solidaridad orgánica, donde la defensa colectiva del territorio transcienda 
de la mera suma de voluntades individuales. 

De ahí que la gobernanza agraria debe fortalecer la participación de este órgano 
supremo de los ejidos y comunidades en asuntos ambientales, y privilegiar la protección de 
los ecosistemas logrando la gestión científica del territorio. Esta transición a la justicia socio-
ambiental conlleva a la implementación de los derechos de acceso a la información, 
participación y justicia ambiental, previstos en el Acuerdo de Escazú. 

Esta investigación analiza cómo el sistema jurídico mexicano está transitando hacia un 
paradigma ecocéntrico y una tendencia hacia el enverdecimiento de las Cortes. Su objetivo 
es demostrar que el fortalecimiento de la gobernanza agraria a través de estándares 
internacionales de acceso, constituye un mecanismo indispensable para asegurar la 
equidad generacional, bajo la premisa de que, ante la triple crisis planetaria, el desarrollo, 
se vería comprometido en ausencia de sostenibilidad. 
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1. Construcción ontológica de la gobernanza agraria y justicia socio-
ambiental 
Al sistema integral de desarrollo y protección de derechos que articula relaciones jurídicas, 
sociales e institucionales a fin de regular la tenencia de la tierra, su uso y el manejo de los 
recursos naturales se le conoce como gobernanza agraria, la cual se rige por principios de 
prevención, equidad, transparencia y participación democrática, que buscan la superación 
de las asimetrías de poder técnico-científico, político y económico que vulneran los 
derechos de los sujetos agrarios. 

Esta se sustenta en un binomio interdependiente de la doble dimensión del derecho 
agrario y el cambio de paradigma que transita de una racionalidad productiva a una 
racionalidad protectora, cuyo objetivo es el respeto de los elementos naturales derivado de 
su propio valor (dignidad jurídica propia), ya sea de forma individual o dentro de su contexto 
ecosistémicos. (Pereira, S., 2025) Alejándose de la visión utilitarista al proponer que la 
protección de la naturaleza sea un imperativo ético y legal, donde los ecosistemas como 
sistemas cuenten con un valor propio. 

De ahí la tendencia de los tribunales a resolver protegiendo los ecosistemas y especies 
como intereses jurídicos en sí mismos, a lo que se le ha comenzado a conocer como 
enverdecimiento de las Cortes. (Revuelta, B., 2022) En México la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 54/2021, bajo la ponencia 
del Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, determinó tutelar el sistema arrecifal 
veracruzano como interés jurídico en sí mismo, aplicando en su decisión los principios de 
precaución, prevención, in dubio pro natura, y de no regresión. 

En su ejecutoria adoptó el concepto de entorno adyacente y expande la legitimación 
activa hacia quienes habitan o utilizan el área de influencia de un ecosistema, 
independientemente de que no sean vecinos inmediatos a que puedan defender 
judicialmente los servicios ambientales de los que dependen. (Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, 2022) 

Frente a esta tendencia, en el término entorno adyacente opera un mecanismo de 
equilibrio procesal frente a las asimetrías de poder técnico y económico que existe en los 
núcleos agrarios, al permitir que estos defiendan sus ecosistemas (SEDATU, 2015; Sereno, 
C. A., 2022; SINA, 2024) —en lo individual o colectivamente— basándose en la 
interdependencia funcional. Se democratiza la defensa de la naturaleza, transformando a 
los 32, 261 núcleos agrarios como receptores pasivos de impactos ambientales e 
interlocutores legítimos, materializando la justicia del reconocimiento de Honneth. 

Junto con ello, el reconocimiento institucional de sus saberes tradicionales y su relación 
con el territorio es la condición sine qua non para que la gobernanza agraria transite de 
forma efectiva a una racionalidad protectora. Esta vanguardia jurisprudencial, enmarcada 
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en el enverdecimiento de las cortes, encuentra su aplicación necesaria en el régimen de la 
propiedad social en nuestro país. 

De esta forma la gobernanza agraria comprende relaciones socio-jurídicas orientadas a 
la sostenibilidad rural, que debe sustentarse en una doble dimensión del derecho agrario: 
una dimensión redistributiva—centrada en el eje histórico de la justicia social y el acceso a 
la tenencia de la tierra emanado del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (CPEUM, 2026) —y una dimensión ecológica—centrada en la 
preservación de la biosfera, así como en el valor intrínseco de la naturaleza como bien 
jurídico protegido per se—. (Figura 1) 
 

Figura 1. Esquema de la doble dimensión del derecho agrario. 

 
Elaboración propia con información de derecho agrario. Se ha utilizado herramienta de diseño Canva. 

 
Al superar el antropocéntrico utilitarista se podrá construir una verdadera gobernanza 

agraria en México. Esto es posible mediante las teorías de la justicia, las cuales buscan hacer 
frente a las desigualdades que surgen a raíz la degradación ambiental que afecta a grupos 
en situación de vulnerabilidad. 

Para comprender la transición hacia una gobernanza agraria efectiva es preciso distinguir 
entre las diversas versiones del desarrollo sostenible. Mientras que la sustentabilidad débil 
se caracteriza por una visión reformista y tecnocrática — que asume la sustituibilidad del 
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capital natural por el capital manufacturado desde un enfoque antropocéntrico— la 
sustentabilidad fuerte y superfuerte defiende el valor intrínseco de la naturaleza y la 
imposibilidad de reemplazar funciones ecosistémicas críticas. (Gómez, D., 2021) 

Los tribunales al resolver suelen polarizar el debate en dos extremos: un 
antropocentrismo extractivista y un ecocentrismo radical que paraliza la vida rural. Para 
superar este reduccionismo bidimensional, se debe recurrir a la noción de gobernanza 
policéntrica propuesta por Elinor Ostrom. Bajo esta perspectiva, la policentricidad propone 
que múltiples centros de decisiones—tales como asambleas ejidales, tribunales e 
instituciones gubernamentales—puede actuar de forma independiente pero coordinada, 
formando un sistema productivo preferible a un arreglo caótico. (Ostrom, E., 2014) 

Con la justicia distributiva de John Rawls, es posible evaluar cómo la equidad social y la 
protección ecológica son dimensiones interdependientes de la sostenibilidad rural.(Martín 
López, 2024) Esta teoría se enfoca en la justicia social como la estructura básica de la 
sociedad, lo que permite concebir al medioambiente sano y a la estabilidad climática como 
bienes primarios, cuya distribución equitativa es indispensable para la estructura básica de 
la sociedad rural, permitiendo la distribución de las cargas y beneficios ambientales. 

Esta doble dimensión debe entenderse como un mecanismo de justicia distributiva, sin 
una protección efectiva del medioambiente, en el campo sería inalcanzable la justicia social, 
debido a que la degradación ambiental profundiza las desigualdades ya existentes en los 
núcleos agrarios. 

Se fortalece por la Opinión consultiva OC-32/25 de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CoIDH), la cual ha determinado que la obligación de no causar daños irreversibles 
al sistema climático y al medioambiente constituye una norma de ius cogens, vinculando la 
habitabilidad del planeta con un deber de diligencia reforzada del Estado sobre el 51% del 
territorio nacional que constituye la propiedad social. (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2025) 

A esto se añade que la teoría de la justicia del reconocimiento de Axel Honneth propone 
que la base de la justicia no radica solo en la distribución de bienes, sino la forma en que se 
constituyen las relaciones sociales y el reconocimiento mutuo por sus acciones; de esta 
forma la gobernanza agraria debe reconocer a los sujetos agrarios como interlocutores 
legítimos frente a las emergencias medioambientales. Por lo que los daños al entorno 
pueden entenderse como un perjuicio a la autoestima e identidad de las comunidades, las 
cuales dependen de su territorio para su identidad. (Martín López, 2024) 

Mientras Rawls ofrece una herramienta para la distribución equitativa de cargas 
ambientales, Honneth aporta la base para que la participación pública sea un proceso de 
reconocimiento efectivo, donde el conocimiento local sea valorado al mismo nivel que el 
técnico. De esta forma, la gobernanza agraria tiene como fin último garantizar el derecho 
humano a un medioambiente sano (DHAS) en sus dos dimensiones. 
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2. Derecho humano a un medioambiente sano (DHAS) como finalidad 
de la justicia socio-ambiental 
El derecho humano a un medioambiente sano (DHAS) se constituye como sustento 
cualitativo de la justicia socio-ambiental, ya que su reconocimiento se encuentra 
intrínsecamente ligado a los derechos de acceso a la información, el derecho a la 
participación pública en procesos de toma de decisiones y acceso a la justicia en asuntos 
ambientales. (Naciones Unidas, 2018a, artículo 2, inciso a)  

Lorenzetti (2020) menciona que, ante escenarios donde surgen conflictos en materia 
ambiental que se sitúan entre lo público y privado, debe reconocerse siempre como sujeto 
de derecho a la naturaleza, que es un bien colectivo. 

Sobre este punto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha establecido que el 
DHAS tiene una doble dimensión: una ecocéntrica o ambientalista—protegiendo el entorno 
como un bien jurídico— y otra antropocéntrica—garantizando los derechos de la persona—

en la primera dimensión reconoce que el núcleo esencia de protección es la naturaleza por 
su valor intrínseco, con independencia de la utilidad que represente para los seres 
humanos, mientras que la segunda dimensión vincula la calidad del ecosistema con la 
realización de derechos conexos fundamentales como la salud, la alimentación, el acceso al 
agua y la vida misma. 

La violación de cualquiera de estas dimensiones vulnera tanto el DHAS como el entorno 
natural, la Opinión Consultiva OC-23/17 emitida por la CoIDH (2017) determinó que los 
Estados Partes deben actuar diligentemente para prevenir, regular, supervisar e investigar 
las actividades bajo su jurisdicción que pueda producir un daño al medioambiente. 

Ante este escenario, las asambleas ejidal o comunal—como órgano supremo de decisión 
al interior de los núcleos agrarios—deben asumir un mandato ético y legal para tutelar 
ambas dimensiones. No se trata tan solo de decidir sobre el usufructo de las tierras, sino de 
actuar democráticamente en asuntos ambientales que busquen preservar la función del 
ecosistema de los cuales depende la supervivencia de la comunidad y del país. 

Desde una perspectiva técnica y socio-jurídica, la función del ecosistema es el conjunto 
de procesos biofísicos e interacciones que hacen posible el flujo de materia y energía en 
una unidad funcional. Esta noción se diferencia de los servicios ambientales, en tanto que 
estos últimos se centran en los beneficios que la naturaleza otorga al ser humano, dejando 
a un lado la integridad funcional y el mantenimiento de los ciclos vitales del entorno por su 
propio valor intrínseco. (Ferraro, K. M., Ferraro, A., Lundgren, E., & Sommer, N., 2025) 

Esta doble dimensión exige conceptualizar el territorio agrario más allá de su valor de 
cambio. Conforme al marco global de la Plataforma Intergubernamental científico-
normativa sobre Diversidad Biológica y Servicios de los Ecosistemas (IPBES), se debe 



 

 

 
pp.53-80 

60 
 

 

 

 

Artículo: “Gobernanza agraria y derechos de acceso 
ambiental: un enfoque socio-jurídico para la 
sostenibilidad rural en México” 

María Eugenia Jerez Velasco 

DOI:  https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2669 
 

Número 14 
julio-diciembre 2026 

transitar hacia el concepto de contribuciones de la naturaleza para las personas (CNP) 
donde “se producen conjuntamente a través de procesos biofísicos e interacciones 
ecológicas con activos antropógenos como el conocimiento, las infraestructuras, el capital 
financiero, la tecnología y las instituciones que los respaldan” (IPBES, 2019: 12). 

Para muchas culturas, la naturaleza es una entidad viva, de ahí que el concepto de CNP 
incorpora nociones como madre tierra y sistemas de vida, validando cosmovisiones donde 
la naturaleza tiene un valor intrínseco independiente de su utilidad económica. Aunque la 
producción material (alimentos, madera) ha aumentado, 14 de las 18 categorías de 
contribuciones evaluadas por la IPBES están en declive, dada su importancia, resultan 
necesarios los estudios de impacto ambiental, cuando exista riesgo de daño considerable 
originado por la acción humana. 

La Evaluación de Impacto Ambiental (MIA), es un estudio técnico-científico, preventivo 
y de planeación, “que permite identificar los efectos que puede ocasionar una obra o 
actividad sobre el medioambiente, y señalar las medidas preventivas que minimicen dichos 
efectos negativos de la ejecución de dichas obras o actividades.” (Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente, 2020, párr. 5) 

Así la autoridad estará en posibilidad de evaluar la factibilidad ambiental para la 
ejecución de diversos proyectos (Bárcena, A., Torres, V., y Muñoz Ávila, L., 2021); esto 
coincide con la necesidad de establecer un plan de contingencia con medidas de seguridad 
y procedimientos que resten la posibilidad de accidentes ambientales de gran magnitud, a 
fin de mitigar el daño ambiental y actuar conforme al principio de precaución frente a 
posibles daños graves e irreversibles al medioambiente, aun en ausencia de certeza 
científica. 

La Opinión Consultiva OC-23/17 establece un marco de obligaciones de derechos 
humanos que rigen la dimensión ecológica del derecho agrario. En este pronunciamiento, 
la CoIDH destaca los derechos a la vida y a la integridad personal—previstos en los artículos 
4 y 5.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos—con el desarrollo de deberes 
estatales en materia ambiental. Estas obligaciones institucionalizan los mecanismos de 
gobernanza necesarios para proteger el entorno, tanto en el ámbito interno como el 
internacional. (CoIDH, 2017) 

Por cuanto hace a la dimensión del derecho humano al medioambiente (DHAS), con base 
en el criterio jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) y los 
instrumentos internacionales, esta debe reflejar su naturaleza complicada, autónoma y 
multidimensional. La figura 2 sintetiza la estructura conceptual del DHAS a partir de sus 
dimensiones ecocéntrica y antropocéntricas, conforme a la Opinión Consultiva OC-23/17. 
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Figura 2. Doble dimensión del derecho humano al medioambiente. 

 
Elaboración propia a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 (CoIDH, 2017). Se ha utilizado herramienta de 
diseño Canva. 

 
El derecho humano a un ambiente sano (DHAS) se encuentra tutelado en el artículo 4 

constitucional y el Protocolo de San Salvador. Este derecho se ha consolidado en la 
jurisprudencia mexicana como un derecho autónomo cuyo núcleo es la protección del 
medioambiente, por su valor intrínseco, lo que marca un tránsito hacia una visión 
ecocéntrica. (Rabasa, A., y De Windt, C. S., 2022) 

Como se observa en la figura 2, el DHAS tiene una doble dimensión, en la primera busca 
proteger el medioambiente como un bien jurídico e incluso sin certeza de riesgo a personas 
individuales, conforme a la Opinión Consultiva OC-23/17 de la CoIDH. La segunda 
dimensión, se vincula con la realización de derechos conexos dentro de los cuales se 
encuentra la salud y la vida, de ahí, que la trasgresión de cualquiera de estas dimensiones 
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constituye una violación al DHAS. (Rabasa, A., Camaño, D., Carillo, J., y Medina, R.) Para su 
interpretación requiere de diversos principios como son el precautorio, In Dubio Pro Natura 
y el de prevención. 

Ante la incertidumbre científica de que una acción sea o no riesgosa para el 
medioambiente (Rabasa et al., 2022), es necesario adoptar el principio precautorio para 
evitar daños graves e irreversibles a la naturaleza a diferencia del principio de prevención, 
el cual se aplica cuando los riesgos de una actividad son conocidos plenamente. El principio 
de prevención considera importante la Evaluación del Impacto Ambiental, Permiso 
Ambiental, Auditoria Ambiental, Consulta previa, libre e informada a fin de tomar medidas 
frente a riesgos o peligros existentes a posibles daños ambientales. (Rabasa y De Windt, 
2022) 

Con base en el principio In Dubio Pro Natura se constriñe a la autoridad judicial a preferir 
ante una coalición entre el medioambiente y otros intereses, se deba prevalecer la 
protección de los hábitats, a los seres vivos que lo ocupan y a la comunidad que se beneficia 
de ellos, es decir, debe resolverse siempre en favor de la naturaleza. (Rabasa y De Windt, 
2022) 

 

3. Gobernanza agraria y democracia participativa 
Para la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura por sus 
siglas en inglés la FAO, el término gobernanza está incorporado a la de la tierra y tiene su 
origen en la década de los ochenta. (Figura 3) Esta palabra hace referencia a las normas, 
procesos y estructuras a través de las cuales se adoptan decisiones sobre el acceso, uso y 
control de la tenencia de la tierra. (Palmer, D., Fricska, S., y Wehrmann, B., 2009) 

Figura 3. Dimensiones de la Gobernanza Agraria. 

 
Elaboración propia considerando la Ley Agraria (2014) y el Acuerdo de Escazú. Se ha utilizado SmartArt. 
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Cuando la gobernanza de la tierra es eficaz, permite el acceso a la tierra y a la seguridad 
a todos en igualdad de condiciones. Al estar asociada a la propiedad social, da lugar a la 
gobernanza agraria, con la cual se busca el desarrollo y protección de derechos que se 
articula en cuatro dimensiones, dando origen a relaciones jurídicas, sociales e 
institucionales que regulan la tenencia de la tierra su uso y manejo de los recursos naturales 
en el contexto agrario, bajo principios de equidad, transparencia y participación 
democrática. Se fundamenta principalmente en los artículos 9, 22 y 23 de la Ley Agraria 
(Procuraduría Agraria, 2014). (Figura 3) 

Los ejidos y las comunidades son personas morales a la que la CPEUM y la Ley Agraria les 
reconoce personalidad jurídica, así como patrimonio propio, obran a través de sus órganos 
internos que lo representan, siendo la asamblea ejidal, el órgano supremo del ejido en la 
que participan los ejidatarios en las tomas de decisiones trascendentales para este, caso 
similar sucede con la asamblea de bienes comunales. 

La Agenda 2030 ha establecido que la gobernanza aunada a la protección al 
medioambiente constituye un tema transversal, que busca identificar los procesos que 
afectan a la seguridad alimentaria, por lo que su fortalecimiento debe tener presente a la 
dignidad e igualdad de las personas requiriendo la participación democrática de la sociedad 
y del Estado para su implementación. (Comisión para la Cooperación Ambiental, 2024) 

El Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, precisa 
que todos los ciudadanos pueden participar en asuntos ambientales en el nivel que 
corresponda y que los Estados deben asegurar el acceso a la información sobre los riesgo al 
medioambiente que represente para las comunidades, así como respetar la toma de 
decisiones y garantizar el acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos 
(Tabla 1), así como el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes. (Gobierno de 
México, 2021) 

 
Tabla 1. Derechos de acceso como herramienta para la corrección de asimetrías de poder en 

núcleos agrarios. 

Derecho de 
Acceso 

Fundamento  Asimetría de poder Mecanismo de corrección 

Información • Artículos 5 y 6 del 
Acuerdo de Escazú.  
• Artículo 6 de la 
CPEUM.  
• Artículo 159 bis 3 de 
la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y 
la Protección al 
Ambiente (LGEEPA).  

Técnica y científica 
 
Brecha entre la 
comprensión de las 
Manifestaciones de 
Impacto Ambiental 
(MIA) y datos técnicos 
ante los agentes 

1. Implementación de esquemas 
de transparencia activa con 
pertinencia cultural. 

2. Traducción de los estudios de 
MIA a lenguas indígenas y 
generación de resúmenes 
ejecutivos en formatos 
accesibles para personas con 
discapacidad. 
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industriales o 
extractivistas.  

Participación 
pública 

• Artículo 7 del 
Acuerdo de Escazú.  
• Convenio 169 de la 
OIT.  
• Artículos 22 y 23 de 
la Ley Agraria.  

Política y 
representación 
 
Invisibilización y 
exclusión de los sujetos 
agrarios en las etapas 
iniciales de planeación 
de proyectos que 
impactan su entorno.  

1. Institucionalización de procesos 
de consulta temprana, libre e 
informada.  

2. Fortalecimiento de la asamblea 
ejidal o comunal como núcleo 
democrático para deliberar y 
dictaminar sobre el uso 
sostenible de sus recursos 
naturales.  

A la justicia • Artículo 8 del 
Acuerdo de Escazú.  
• Artículo 17 de la 
CPEUM.  
• Ley Federal de 
Responsabilidad 
Ambiental.  
 
• Opinión Consultiva 
OC-32/25 de la Corte 
IDH.  

Económica y procesal 
 
Desventaja financiera y 
organizativa para 
costear peritajes y 
sostener litigios 
ambientales complejos 
e inconexos.  

1. Reconocimiento de la 
legitimación activa amplia y la 
aplicación de la inversión de la 
carga de la prueba.  

2. Adopción del principio de debida 
diligencia reforzada en sede 
jurisdiccional para salvaguardar 
los ecosistemas como bienes 
primarios.  

Elaboración propia a partir de los instrumentos internacionales y legislación mencionada. 

 
La autoridad debe generar información accesible y de lectura fácil para corregir la 

asimetría técnica, teniendo a su vez el deber de garantizar una evaluación integral, 
acumulativa y sinérgica, siempre que exista un riesgo de impacto al medioambiente. 

Se daría la máxima publicidad a los Estudios de Impacto Ambiental reduciendo la brecha 
técnica, y permitiendo que la asamblea ejidal o comunal identifique riesgos antes de que 
sean irreversibles. 

Con la legitimación activa amplia se democratiza la defensa de la naturaleza al 
reconocerla como un interés jurídico en sí mismo con independencia de la utilidad humana, 
por lo que cualquier beneficiario de los servicios ambientales por proximidad geográfica o 
interés legítimo colectivo pueda defender el ecosistema. Este andamiaje es el que permite 
que la gobernanza agraria transite efectivamente de una racionalidad productivista hacia el 
paradigma ecocéntrico. Así, los derechos humanos y la participación ciudadana en relación 
con el medioambiente y los derechos humanos, son indispensables para la democracia 
ambiental y la gobernanza agraria. 

De esta forma, el Acuerdo de Escazú reafirma y desarrolla el Principio 10 Declaración del 
Río sobre Medioambiente y el Desarrollo, confiriendo a los derechos de acceso de fuerza 
vinculante para los Estados que lo han ratificado como es el caso de México (Velasco 



 

 

 
pp. 53-80 

65 
 

 

 

 

Artículo: “Gobernanza agraria y derechos de acceso 
ambiental: un enfoque socio-jurídico para la 
sostenibilidad rural en México” 

María Eugenia Jerez Velasco 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2669 
 

Número 14 
julio-diciembre 2026 

Ramírez, A., 2023). Su objetivo es la implementación plena de estos derechos, toda vez que, 
no puede gestionarse si se deja a un lado la participación ciudadanía en la protección del 
derecho a un medioambiente sano y al desarrollo sostenible. (Naciones Unidas, 2018b) 

La participación pública en asuntos ambientales demanda que los Estados garanticen 
una participación abierta e inclusiva, en la toma de decisiones, revisiones o actualizaciones 
relativas a proyectos y actividades con impacto sobre el medioambiente (Naciones Unidas, 
2018a, Artículo 7 del Acuerdo de Escazú). Se deben crear condiciones propicias para que se 
adecúe a las características sociales, económicas, culturales, geográficas y de género de los 
participantes. (Bárcena et al., 2021) 

El Acuerdo de Escazú exige que los Estados cuenten con una legitimación activa amplia 
en defensa del medioambiente y la obligación de regular en beneficio social, el 
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con el objeto de 
hacer una distribución neutral de la riqueza pública. (Carrillo Bañuelos, J. A., 2023; Gómez 
de Silva, J., 2016) Esta legitimación activa amplia es una herramienta para corregir la 
asimetría que enfrenta el ciudadano en la protección del medioambiente. 

Dentro de este marco, la Procuraduría Agraria (2024) ha propiciado incentivar la 
democracia participativa y la paz social en los núcleos agrarios. En su informe de avances y 
resultados 2023-2024, reporta que durante el ejercicio 2023 otorgó 4,357 asesorías a 
núcleos agrarios destinadas a la elaboración y actualización de sus reglamentos internos 
(ejidos) o estatutos comunales (comunidades agrarias), integrando disposiciones 
normativas sobre género, interculturalidad y medioambiente. (Procuraduría Agraria, 2024) 
 

4. Metodología 
Esta investigación se suscribe en un paradigma socio-jurídico de corte cualitativo-inductivo, 
orientado por una metodología holística que integra normas, hechos y valores, El diseño 
tiene un alcance exploratorio y propositivo, empleando el método sistemático-estructural-
funcional para abordar la gobernanza agraria como un sistema complejo. (Hernández-
Sampieri, R., 2014) 

Para orientar el análisis, se planteó como pregunta de investigación: ¿Cómo la garantía 
de los derechos de acceso ambiental previstos en el Acuerdo de Escazú impacta en la 
gobernanza agraria y en el fortalecimiento de la gestión sostenible de la propiedad social 
en México? 

Se trazó como objetivo analizar la relación entre la norma (Acuerdo de Escazú) y la acción 
social (la asamblea ejidal o comunal), evaluando cómo los efectos de la norma producen un 
impacto fáctico en la cohesión de los núcleos agrarios. 

A fin de evitar la tensión entre el individualismo metodológico de la teoría de Rawls y la 
realidad colectiva del campo mexicano, se aplica un enfoque holista, el cual permite tratar 
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a los sujetos agrarios como una totalidad colectiva y agentes sociales de cambio, cuya 
identidad y autonomía se ven reforzadas por el reconocimiento de su función como 
guardianes de la biodiversidad. 

Se analizaron marcos normativos y documentos institucionales, entre las fuentes 
principales se incluyó la revisión del Acuerdo de Escazú y las Opiniones Consultivas OC-
23/17 y OC-32/25 de la CoIDH contrastándola con criterios de la SCJN sobre entorno 
adyacente y la doble dimensión del derecho a un medioambiente sano (DHAS). 

De igual forma, se analizó el informe de avances y resultados 2023-2024 de la 
Procuraduría Agraria, interpretando el alcance de las 4,357 asesorías para la actualización 
de reglamentos internos y estatutos comunales con perspectiva ambiental. Se consideró el 
diagnóstico sobre la reducción del presupuesto de los tribunales agrarios presentando por 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, 2025). 

El procesamiento de la información se estructuró mediante la construcción de 
categorías de análisis funcional. Estas categorías vinculan la teoría con la realidad del 
campo: Justicia como equidad, teoría del reconocimiento y sostenibilidad y servicios 
ecosistémicos. 

La selección de la literatura implicó descartar aquellos documentos que no contaban 
con rigor metodológico, priorizando aquellos que profundizaba sobre conflictos socio-
ambientales. 

 

5. Resultados y discusión 
Las categorías de análisis permitieron establecer las relaciones, contrastes y capacidades 
que se presentan en el marco jurídico-institucional mexicano en el ámbito agrario y 
ambiental. 

A partir del análisis sistemático que se realizó al marco jurídico nacional e internacional, 
se confirma que el trinomio de Escazú es indispensable para fortalecer la democracia, la 
transparencia y la gestión sustentable de los recursos naturales en la propiedad social 
mexicana. (Tabla 2) 

 
Tabla 2. Categorías de Análisis Funcional del Marco Jurídico y Sostenibilidad Rural. 

Categoría de Análisis Descripción del análisis y definición operacional (Enfoque Socio-
Jurídico) 

1. Fundamento 
constitucional agrario / 

régimen de propiedad 
social 

Estructura normativa (Art. 27 Constitucional y Ley Agraria) que dota de 
inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad a las tierras de 
asentamiento humano y uso común. Operacionalmente, se concibe como 
la base territorial material indispensable para la distribución equitativa de 
cargas y beneficios ambientales (bienes primarios, desde Rawls). 
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2. Autodeterminación y 
control territorial indígena 

Capacidad jurídica y de facto de los pueblos originarios y núcleos agrarios 
para ejercer la gobernanza sobre sus bienes naturales. Se operacionaliza 
a través del respeto a la consulta previa, libre e informada, y el 
reconocimiento institucional de su identidad y saberes tradicionales 
(Honneth). 

3. Transición a la 
sostenibilidad / 

gobernanza policéntrica 

Integración normativa equilibrada de las dimensiones ecológica, 
económica y social en la toma de decisiones. Se evalúa identificando los 
mecanismos legales que permiten superar el antropocentrismo utilitarista 
para tutelar la función ecosistémica y garantizar la equidad 
intergeneracional. 

4. Rol de la agroecología y 
cohesión social 

Enfoque de manejo sustentable de los elementos naturales a través de la 
organización comunitaria. Operacionalmente, representa la 
materialización de la acción social colectiva y la solidaridad orgánica de la 
asamblea (Durkheim) frente a los modelos agroindustriales extractivistas. 

5. Agenda 2030 / creación 
de capacidades 
institucionales 

Grado de soporte institucional para la implementación de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) a nivel local. Se analiza midiendo la creación 
de herramientas estatales (ej. asesorías de la Procuraduría Agraria) que 
corrijan las asimetrías de poder y democraticen el acceso técnico para los 
sujetos agrarios. 

Elaboración propia a partir del análisis del marco jurídico. Se ha utilizado diseño de tabla Word. 

 
La IPBES (2019) identifica el derecho ambiental y su aplicación como una de las cinco 

intervenciones principales (palancas) para generar un cambio transformador en la sociedad. 
Se evalúa cómo el desarrollo rural sostenible se incorpora en la toma de decisiones, 
reconociendo que el campo mexicano requiere de apoyos para crear, impulsar y consolidar 
procesos productivos que permitan una mejor calidad de vida para los sujetos agrarios. 

Como se detalla en la tabla 2, y partiendo de la teoría de justicia como equidad de Rawls, 
la gobernanza agraria actúa como el mecanismo institucional que provee las bases sociales 
del respeto de los sujetos agrarios. 

Es necesario que los ecosistemas y la estabilidad climática en la propiedad social sean 
entendidos como bienes primarios; es decir, medios biofísicos e institucionales necesarios 
para que los ejidatarios, comuneros, posesionarios, avecindados, pequeños propietarios, 
campesinos, demás habitantes rurales puedan realizar satisfactoriamente sus proyectos de 
vida en armonía con la naturaleza. 
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Figura 4. Categorías de análisis funcional de los Derechos de Acceso Ambiental. 

 
Elaboración propia a partir del análisis de los Derechos de Acceso Ambiental. Se ha utilizado SmartArt. 

 
En la figura 4, se puede observar que la articulación entre el principio de máxima 

publicidad y la reversión de la carga de la prueba fortalece la tutela judicial efectiva de los 
sujetos agrarios. Con relación, al derecho de acceso ambiental a la información requiere la 
aplicación estricta del principio de máxima publicidad. Las autoridades agrarias deben 
garantizar la difusión de la información de manera oportuna y comprensible para todas las 
personas y en especial, aquellas que pertenecen a pueblos indígenas y/o personas con 
discapacidad. De ahí, que se hace necesario que los Estudios de Impacto Ambiental (EIA) se 
traduzcan a lenguas indígenas acorde a la comunidad afectada. 

En el caso de la participación de los sujetos agrarios en asuntos ambientales debe ser 
activa con la finalidad de incidir en políticas públicas desde fases iniciales en la toma de 
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decisiones. De igual forma el Estado debe garantizar la legitimación activa amplia en 
defensa del medioambiente, como establece el Acuerdo de Escazú y considerar en su caso 
la reversión de la carga de la prueba para facilitar la defensa ante el daño ambiental. 

Las políticas agrarias y de desarrollo rural deben tener como prioridad la prevención de 
daños significativos a los recursos naturales (suelo, agua, biodiversidad), aplicando un 
estándar de debida diligencia conveniente al grado de riesgo. (Tabla 3) 
 

Tabla 3. Obligaciones de prevención establecidas por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y su preeminencia para la gobernanza agraria. 

 
Elaboración propia a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 (CoIDH, 2017). Se ha utilizado diseño de tabla 
Word. 

 

La implementación de la debida diligencia reforzada en la gobernanza agraria representa 
una evolución del deber de garantía del Estado, a fin de que adopte medidas para proteger 
los derechos humanos ante la emergencia climática. De acuerdo con la OC-32/25 (CoIDH, 
2025), exige que las autoridades no se limiten a una vigilancia administrativa ordinaria, sino 
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que realice evaluaciones de riesgo minuciosas y monitoreos permanentes sobre los 
impactos ambientales a fin de identificar y mitigar amenazas, asegurando que la gestión del 
51% del territorio nacional sea resiliente y prevenga daños irreversibles que ya son 
considerados normas de ius cogens. 

Por lo que se refiere a las obligaciones de prevención, en ellas se encuentran medidas 
legislativas que regulen las actividades que constituyan un riesgo para el medioambiente, 
por lo que los Estados deben supervisar y fiscalizar su cumplimiento. Se debe así mismo, 
respetar la conexión que existe entre las comunidades y la tierra. 

 
Tabla 4. Principio de precaución establecidas por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos y su preeminencia para la gobernanza agraria. 

 
Elaboración propia a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 (CoIDH, 2017). Se ha utilizado diseño de tabla 
Word. 

 

Las medidas que se adopten desde el principio de precaución deben tener como finalidad 
prevenir acciones irreversibles en contra del medioambiente (Tabla 4). De acuerdo con la 
OC-32/25, el Estado adquiere el deber de actuar con una diligencia especial ante la duda 
científica, lo que justifica la inversión de la carga de la prueba analizada en los resultados, 
desplazando el costo de la incertidumbre hacia los agentes potencialmente responsables 
para salvaguardar el medioambiente como bien primario indispensable para la estructura 
básica de la sociedad rural. 
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Tabla 5. Obligaciones concernientes a los derechos de acceso ambiental establecidas por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y gobernanza agraria. 

 
Elaboración propia a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 (CoIDH, 2017). Se ha utilizado diseño de tabla 
Word. 

 
Así, la diligencia reforzada actúa un mecanismo que dota de eficacia al trinomio de 

Escazú, al imponer al Estado el deber de generar información climática comprensible y 
garantizar una participación pública significativa que rompa las asimetrías de poder. (Tabla 
5) Este estándar obliga a las instituciones agrarias a actuar de forma diligente para que la 
transición energética y los proyectos industriales no profundicen la vulnerabilidad de los 
sujetos agrarios. 

El estándar OC-32/25 de la CoIDH, demanda dentro de la diligencia reforzada que se 
cuente con las capacidades técnicas, trazabilidad, sistemas de información y rendición de 
cuentas sobre medidas de mitigación y adaptación ambiental. Impone a los Estados actuar 
con debida diligencia para prevenir, regular, supervisar y fiscalizar aquellas actividades que 
ocasionen daño ambiental. Los estándares OC-23/17 y la OC-32/25 reconocen el derecho 
humano a un ambiente sano y la aplicación de principio de prevención, precaución, 
progresividad y no regresión ante peligro de daño grave o irreversible, aun sin certeza 
científica. (Tabla 6) 
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Del informe de avances y resultados 2023-2024 presentado por la Procuraduría Agraria 
(2024) se observa que, de las asesorías dadas por esta institución, 4,357 han sido con la 
finalidad de actualizar reglamentos internos de los ejidos y estatutos comunales de las 
comunidades agrarias, documentos que rigen la vida interna de los núcleos agrarios y en 
los cuales se han establecido disposiciones sobre protección de bienes ambientales e 
interculturalidad. 

Esta actualización va más allá de una simple actualización y trámite administrativo, 
constituye un andamiaje jurídico local que permite a los ejidos y comunidades agrarias 
transitar de ser receptores pasivos de impactos a convertirse en interlocutores legítimos. Al 
integrarse aspectos ambientales en sus reglamentos internos o estatuto comunal 
respectivo, las asambleas como órganos supremos ejercen una racionalidad protectora que 
obliga a los actores externos, a respetar las decisiones de los núcleos de población. 

La normativa interna, cuando es reforzada, ofrece la posibilidad de implementar los 
procedimientos de control y vigilancia necesarios para cerrar la distancia científica y técnica 
que existe con respecto a los Estudios de Impacto Ambiental (EIA) que son utilizados por los 
diferentes entes externos. Es así que, cuando la normativa interna contenga artículos en los 
que se indique que los estudios deben realizarse con la mayor publicidad posible y, en su 
caso, que los estudios se traduzcan a las lenguas indígenas, la normativa interna será el 
medio procesal que permitirá corregir la asimetría informativa que, de forma histórica, ha 
dañado a los ejidos y a las comunidades. (Manrique de Lara Ramírez, A., Medina, M., y 
Vanda, B., 2019) 

Con base en la teoría del reconocimiento de Honneth, en el momento en que se lleve a 
cabo la validación de los conocimientos tradicionales de los sujetos agrarios como los 
responsables de cuidar el patrimonio natural, los ejidatarios y comuneros ya no serán vistos 
únicamente como los productores de las mercancías, sino que serán reconocidos 
institucionalmente como los que brindan los servicios ecosistémicos como el agua, la 
biodiversidad y la captura de carbono. Gracias a este reconocimiento, ellos tendrán una 
posición de moral y legalidad para impugnar las decisiones tomadas por los entes externos 
a través del concepto de entorno adyacente en el momento en que las decisiones afecten 
la interdependencia de los ecosistemas. (Cuervo, L. M., y Délano, M. P., 2019) 

Los reglamentos actualizados actúan como una medida de debida diligencia reforzada 
en cumplimiento de los estándares de la Opinión Consultiva OC-32/25 (2025). Dado que la 
propiedad social alberga el 80% de la biodiversidad en México, la inclusión de artículos en 
los reglamentos internos o estatutos comunales de preservación, permite que los núcleos 
agrarios actúen como la primera línea de defensa contra el extractivismo que prioriza el 
capital manufacturado sobre el natural. De este modo, la función ecológica de la propiedad 
se materializa no solo como un concepto teórico, sino como una obligación propter rem que 
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garantiza la equidad intergeneracional y la resiliencia del 51% del territorio nacional. 
(Rabasa y De Windt, 2022) 

Aunque la gobernanza agraria en la propiedad social se ha buscado fortalecer, nos 
encontramos que el sistema jurisdiccional enfrenta una reducción presupuestal que 
compromete la especialización técnica. Si bien es cierto que el marco jurídico agrario no 
define a los Tribunales Agrarios como tribunales ambientales con facultades expresas, si 
permite que conozcan y resuelvan conflictos agrarios, reconociendo que los juicios agrarios 
podrían contribuir a la conservación del medioambiente, vinculando la tenencia de la tierra 
con el derecho ambiental. (Tribunal Superior Agrario, 2023) 

En su artículo 2 de la Ley Agraria se establece la supletoriedad sustantiva de la LGEEPA, 
lo que permite a los tribunales agrarios conocer controversias vinculadas a la restitución de 
tierras, bosques y aguas. Asimismo, la jurisprudencia de la SCJN ha determinado que, bajo 
los artículos 4, 25 y 27 constitucional, los Tribunales Agrarios deben interpretar la propiedad 
bajo una función ecológica obligatoria, lo que les da el sustento para proteger ecosistemas. 
(Alanís, G., y Martínez, F. J., 2022) 

Tabla 6. Categorías de análisis funcional de implementación y retos socio-jurídicos. 

 
Elaboración propia a partir de las categorías de análisis. Se ha utilizado diseño de tabla Word. 
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Para lograr que la gobernanza agraria sea efectiva, se requiere la participación de los 
núcleos agrarios y una reforma agraria que otorgue facultades agroambientales expresas, 
a los tribunales agrarios transformándolos garantes de la justicia socio-ambiental. 
(Hermosillo, L., 2023) Para que tengan facultades de sancionar violaciones ambientales, ya 
que esta potestad solo se encuentra concentrada en materia administrativa en la 
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA, 2020) o en la Sala Especializada 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa (TFJA), lo que genera una fragmentación 
competencial que dificulta el acceso efectivo a la justicia. (Tabla 6.) 

Aunque habría que considerar el criterio relevante emitido por el Tribunal Superior 
Agrario (2023) bajo el rubro TSA/T.O./I/2023: 

Tribunales agrarios. Son competentes para resolver sobre la nulidad de títulos de concesión expedidos 
por la secretaria de medioambiente y recursos naturales en tierras ejidales y comunales, al constituirse 
como autoridad materialmente agraria que afecta derechos regulados por la Ley de la materia. (2023) 

En la que se establece que los Tribunales Unitarios Agrarios son competentes para 
conocer de juicios agrarios contra autoridades ambientales cuyos actos adquieren un 
carácter materialmente agrario y vulnere derechos colectivos de los núcleos agrarios. 
 

Conclusiones 
El derecho agrario en México ha iniciado un tránsito irreversible desde una disciplina 
meramente productivista hacia una racionalidad protectora de corte ecocéntrico, como una 
respuesta ante la triple crisis planetaria que se vive en la actualidad, donde 32, 261 núcleos 
agrarios, que custodian el 51% del territorio nacional, se consolidan como los guardianes 
legítimos de la biodiversidad. 

Se identifica que la actualización de normas internas en los núcleos agrarios, reflejada en 
las 4,357 asesorías reportadas por la Procuraduría Agraria (2024), constituye un andamiaje 
jurídico local de debida diligencia reforzada que permita que los sujetos agrarios dejen de 
ser receptores pasivos de impactos ambientales para convertirse en interlocutores 
legítimos, capaces de tutela la función ecológica de la propiedad social. 

Aunado a ello, los datos globales de la IPBES (2019) validan esta necesidad, al precisar 
que mientras la producción material aumenta, 14 de las 18 categorías de contribuciones 
reguladoras de la naturaleza están en declive, lo que exige una gobernanza que priorice la 
integridad funcional de los ecosistemas. 

Con el estudio se busca aportar una construcción ontológica de la gobernanza agraria, 
que supere el reduccionismo bidimensional entre el antropocentrismo extractivista y el 
ecocentrismo radical. Ya que, mediante la gobernanza agraria desde un enfoque 
policéntrico de constituir sistemas de centro de decisiones coordinados entre asambleas y 
tribunales. Desde la teoría de la justicia de Rawls (Martín López, 2024), se fundamenta que 
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los ecosistemas y la estabilidad climática deben ser entendidos como bienes primarios, 
medios indispensables para que los sujetos agrarios realicen satisfactoriamente sus 
proyectos de vida. 

Esta visión se complementa con la justicia del reconocimiento de Honneth, validando los 
saberes tradicionales frente a las asimetrías técnicas. Dentro de esta tesitura, la 
materialización del trinomio de Escazú (2018a), permitirá la participativa y la tutela judicial 
efectiva, considerando en todo momento principios como son la máxima publicidad y la 
reversión de la carga de la prueba para facilitar la defensa ante el daño ambiental. 

Se debe precisar que la gobernanza agraria representa un modelo de sostenibilidad rural, 
porque busca fomentar la democracia participativa de los sujetos agrarios en lo colectivo e 
individual, a través de sus asambleas ejidales o comunales respectivamente. Por ello, se 
recomienda reformas agrarias acorde a las circunstancias actuales y considerar la creación 
de una sala especializada agroambiental como una medida precautoria necesaria bajo los 
estándares de la OC-32/25 de la CoIDH (2025), como una palanca para garantizar la equidad 
intergeneracional. Claro que su efectividad requiere contar con el presupuesto necesario 
para su materialización. 

Habría que profundizar en estudios que evalúen el impacto fáctico de los reglamentos 
internos actualizados en la negociación de pagos por servicios ecosistémicos, asegurando 
que estos incentivos no profundicen desigualdades, así como la implementación de los 
derechos de acceso con una perspectiva de género e interculturalidad. 
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¿Cuántas veces hemos pronunciado la palabra “trabajo” sin detenernos a pensar en la 
historia que existe detrás de ella? ¿Qué significa hablar de justicia laboral frente a una madre 
que, pese a cumplir con una jornada completa, descubre que su salario no alcanza para 
cubrir lo indispensable para vivir con dignidad? ¿Qué ocurre cuando el hogar, ese espacio 
que históricamente asociamos al descanso y la protección, se transforma en una oficina 
permanente donde las fronteras entre la vida personal y el empleo desaparecen, dejando 
sobre todo en las mujeres un peso invisible de una doble jornada? ¿Cuántas veces utilizamos 
una aplicación para recibir un producto o alimento sin preguntarnos bajo qué condiciones 
trabaja la persona repartidora? ¿Qué rostro tiene la precariedad laboral cuando la vemos 
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en la persona que permanece ocho horas de pie detrás de un mostrador, en quien enfrenta 
la informalidad como única alternativa o en quien es excluido de un empleo por razones de 
género, identidad, edad o discapacidad? 

Estas preguntas son más que dilemas académicos; representan expresiones cotidianas 
de una realidad que interpela al derecho laboral contemporáneo; son grietas que revelan la 
distancia entre la promesa constitucional de justicia social y las experiencias concretas de 
millones de personas trabajadoras. Precisamente en ese territorio de tensiones, 
desigualdades y desafíos emergentes se sitúa la obra El Derecho del Trabajo. Una visión 
desde el género (Montalvo, 2025), una investigación que propone mirar al trabajo como una 
dimensión esencial de la vida donde se disputan la dignidad, la autonomía y las posibilidades 
reales de igualdad. 

 
Este texto, que emerge como resultado de una investigación formal arropada por el 

Centro de Estudios sobre Derecho, Globalización y Seguridad (CEDEGS), trasciende la mera 
recopilación doctrinal para constituirse en un diagnóstico punzante, crítico y 
profundamente humano sobre las asignaturas pendientes del ordenamiento laboral 
mexicano, bajo el prisma de los derechos humanos y la perspectiva de género. 

 
El punto de partida de la autora es tan lúcido como necesario: comprender que el 

derecho del trabajo más que un factor de relaciones económicas o contractuales, es un 
sistema de protección orientado a garantizar condiciones de vida justas y equitativas. A 
partir de un sólido andamiaje conceptual, se desmenuzan los derechos humanos laborales 
a la luz de los principios de universalidad, progresividad, indivisibilidad y justiciabilidad 
consagrados por la Organización Internacional del Trabajo (OIT). No obstante, el valor de la 
obra radica en su capacidad para confrontar el marco normativo con una terca y cruda 
realidad fáctica. Al analizar el concepto operativo de “trabajo decente” contenido en el 
artículo 2 de la Ley Federal del Trabajo —el cual exige un salario remunerador, seguridad 
social, estabilidad y no discriminación—, la investigación expone una contradicción 
estructural alarmante en el modelo económico nacional. Apoyada en datos concluyentes, 
evidencia cómo para el primer trimestre de 2025, el 67% de la población ocupada en México 
(equivalente al 32.9 millones de personas) carecía de un ingreso laboral suficiente para 
superar la línea de pobreza. Esta precarización sistémica erosiona las bases del bienestar y 
pone de manifiesto la urgencia de que los operadores jurídicos dejen de mirar la norma de 
forma aislada y comiencen a entender las implicaciones socioeconómicas de sus 
resoluciones. 

El núcleo argumentativo del libro se adentra en la división sexual del trabajo y la 
segregación ocupacional, demostrando que las estructuras del mercado laboral mexicano 
siguen estando profundamente imbricadas en roles patriarcales. En definitiva, visibiliza con 
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gran claridad cómo la histórica asignación de las tareas de cuidado y del ámbito doméstico 
a las mujeres, contrapuesta a la asignación de tareas productivas y del espacio público a los 
varones, lo que perpetúa brechas salariales insostenibles, techos de cristal y un empujón 
sistemático a la informalidad. La delineación hecha por la autora precisa el camino hacia la 
igualdad sustantiva que supere el formalismo de la ley escrita, exigiendo en su lugar políticas 
públicas y criterios judiciales con un verdadero enfoque reparador. 

Posteriormente, el texto profundiza en las denominadas patologías del siglo XXI, donde 
la tecnología y la modernidad han configurado los mecanismos de explotación y control. 
Sobre el particular, existe un análisis sumamente original y crítico sobre el teletrabajo, 
modalidad que la autora caracteriza como una “relación peligrosa”, cuando carece de 
regulación con perspectiva de género. Lejos de ser una herramienta de emancipación o 
comodidad, el teletrabajo ha difuminado fronteras entre el tiempo laboral y el espacio 
privado, intensificando la doble jornada femenina al superponer el empleo remunerado con 
las labores de cuidado no pagadas. A la par de este fenómeno, la obra realiza un estudio 
detallado de los riesgos psicosociales, el estrés crónico y los nudos ciegos en la norma que 
impiden una conciliación real y equitativa entre la vida laboral y la familiar, convocando a 
repensar el derecho a la desconexión digital como una garantía fundamental de la salud 
laboral. 

 
Finalmente, la obra se posiciona en la vanguardia del debate jurídico al abordar 

escenarios de urgente discusión legislativa, política y social en México. Con una mirada 
inclusiva y sumamente sensible, el análisis trasciende las categorías tradicionales del 
género, ampliando el espectro para visibilizar la discriminación interseccional que impera 
en el empleo juvenil y, las barreras de exclusión y violencia que sufre la comunidad LGBT en 
los centros de trabajo. Asimismo, desmenuza el impacto y los retos de la implementación 
de reformas e iniciativas más recientes que han cimbrado la agenda pública nacional, 
pasando por la regulación de los derechos de las personas trabajadoras de plataformas 
digitales —quienes han transitado por un limbo jurídico de desprotección— hasta el debate 
en torno a la reducción de la jornada laboral a 40 horas semanales y la implementación de 
la denominada “Ley Silla”, orientada a dignificar las condiciones de descanso en los sectores 
de servicios y comercio. El texto concluye con un análisis necesario sobre la inclusión de 
personas con discapacidad y la dimensión de género en ámbitos históricamente 
masculinizados o invisibilizados, como lo es el deporte profesional. 

 
Ante ello, El Derecho del Trabajo. Una visión desde el género, más que una lectura 

obligada, es un referente teórico para la academia y el foro de litigio. Constituye, por sí, una 
herramienta de resiliencia social, un llamado a la acción institucional y una hoja de ruta 
conceptual para quienes sostenemos firmemente que el derecho implica, de manera 



 

 

 
pp. 83-86 

86 
 

 

 

 

Reseña: “El imperativo de igualdad… repensar el 
trabajo desde el género” 

Irvin Uriel López Bonilla y Alan Jair García Flores 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2670  
Número 14 
julio-diciembre 2026 

obligatoria, asumir el compromiso ético de transformar las realidades de nuestro entorno. 
Su publicación enriquece el acervo de la literatura jurídica, honra y refrenda la tradición 
crítica, plural y humanista de los trabajos que se hacen desde nuestra Casa de Estudios: La 
Veracruzana. Es, sin temor a equivocarme, una invitación abierta a legislar, juzgar y enseñar 
el derecho con los ojos abiertos a la igualdad. 
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Introducción 
En la actualidad, uno de los temas que plantea mayores desafíos a nivel mundial es el del 
medioambiente, debido al significativo deterioro que ha venido sufriendo en los últimos 
años, en gran medida como consecuencia del accionar humano. Un claro testimonio de esta 
situación lo constituyen los numerosos conflictos armados vigentes en distintas regiones 
del mundo1 que, además de las graves conculcaciones a los derechos humanos y los daños 
infraestructurales que aparejan, han generado impactos ambientales negativos, visibles en 
la contaminación del aire, agua y suelo (Naciones Unidas, 2024). A ello se suma la 
repercusión de la emergencia sanitaria mundial provocada por el COVID-19 que, si bien en 
una primera etapa implicó una disminución transitoria de las emisiones de gases de efecto 
invernadero, derivó posteriormente –con la reactivación económica– en un nuevo aumento 
del uso de combustibles fósiles y, consecuentemente, de dichas emisiones (Agencia 
Internacional de la Energía, 2021: 10). 

                                                           
 Abogado por la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional de La Plata, Provincia de 
Buenos Aires (Argentina). Abogado Adscripto de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. 
Magíster en Estudios Internacionales por la Universitat de Barcelona. Miembro asociado de la Asociación 
Argentina de Derecho Internacional y de la Asociación Argentina de Derecho Constitucional. 

 https://orcid.org/0000-0003-1559-2750. 
1 A la fecha, se registran más de cien conflictos armados en el mundo, según estimaciones de las Naciones 
Unidas (2024).  
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Con ese panorama, y ante la resonancia que ha cobrado en las últimas semanas la 
cuestión medioambiental tras la reciente salida de Estados Unidos tanto de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de 1992 como del Acuerdo de París 
de 2015 –decisión que se inscribe en la trayectoria fluctuante del país norteamericano 
respecto de sus compromisos internacionales en materia de cambio climático–, resulta 
oportuno atender comparativamente a ambos instrumentos, junto con el Protocolo de 
Kyoto de 1997, a fin de comprender más acabadamente la evolución normativa del régimen 
climático internacional, así como las tensiones y desafíos que condicionan su plena 
efectividad en nuestros días. 

 

Una mirada comparativa de los principales instrumentos sobre cambio 
climático 
Del análisis de los tres tratados mencionados se infiere una progresiva evolución normativa 
en la materia, tanto en lo relativo a sus objetivos, a la distribución de las responsabilidades 
climáticas entre los Estados y a los instrumentos y mecanismos previstos para hacer frente 
al cambio climático. Se trata de aspectos cuya comparación permite evaluar el grado de 
desarrollo alcanzado por cada instrumento, así como el alcance de la cooperación 
internacional ambiental. 

En cuanto a sus objetivos, mientras la CMNUCC se limita a establecer –dada su naturaleza 
de “acuerdo marco”– metas generales orientadas a la estabilización de las concentraciones 
de GEI, sin fijar compromisos cuantificados de reducción, el Protocolo de Kyoto avanza en 
la concreción de dichos objetivos mediante el establecimiento de obligaciones cuantificadas 
de reducción de emisiones, principalmente para los países desarrollados del Anexo I de la 
CMNUCC. Posteriormente, el Acuerdo de París reformula ese esquema al consagrar 
objetivos globales más ambiciosos, estructurados en torno a la limitación del aumento de 
la temperatura media mundial, el fortalecimiento de la adaptación climática y la 
reorientación de los flujos financieros hacia un desarrollo resiliente y bajo en emisiones de 
GEI. 

Por su parte, en lo atinente a la distribución de las responsabilidades climáticas entre los 
Estados, la CMNUCC y, especialmente, el Protocolo de Kyoto consagran una aplicación 
estricta del “principio de las responsabilidades comunes pero diferenciadas”, concentrando 
las obligaciones de reducción de emisiones en las Partes incluidas en el Anexo I de la 
CMNUCC, esto es, países desarrollados y aquellos con economías en transición. En cambio, 
el Acuerdo de París adopta una concepción más flexible y universal de dicho principio, 
basada en un esquema de “contribuciones determinadas a nivel nacional”, en virtud del 
cual todos los Estados participan en los esfuerzos de mitigación conforme a sus respectivas 
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circunstancias, capacidades y niveles de desarrollo, sin perjuicio de que los países 
desarrollados continúen encabezando los esfuerzos de mitigación. 

Respecto de los instrumentos y mecanismos de mitigación, cabe señalar que la CMNUCC 
únicamente contempla compromisos generales en materia de reducción de emisiones, sin 
establecer disposiciones específicas destinadas a facilitar su implementación. A diferencia 
de ello, el Protocolo de Kyoto incorpora una serie de instrumentos y mecanismos con el 
objeto de favorecer el cumplimiento de los compromisos de reducción de emisiones, 
habilitando, por ejemplo, el comercio internacional de emisiones entre las Partes incluidas 
en el Anexo I de la CMNUCC2 y permitiendo, asimismo, que estas computen determinadas 
reducciones obtenidas fuera de sus respectivos territorios.3 Por su parte, el Acuerdo de 
París, con una arquitectura normativa más flexible, habilita mecanismos de cooperación 
entre Estados, como lo es la transferencia de resultados de mitigación,4 al tiempo que 
contempla enfoques no basados en el mercado, tales como la transferencia de tecnología 
y el fortalecimiento de capacidades entre países. 

De igual modo, de lo expuesto se advierte una reconfiguración del papel que ocupa la 
adaptación en el régimen climático. En efecto, la CMNUCC y el Protocolo de Kyoto 
concentran su atención principalmente en la mitigación de las emisiones de GEI, 
contemplando referencias limitadas en cuanto a la adaptación –en el caso de la primera, 
desde un enfoque preventivo, y en el del segundo, sin un abordaje específico–. En tanto 
que el Acuerdo de París otorga a la adaptación una mayor centralidad al establecerla como 
un objetivo global específico, con una dimensión tanto preventiva como reactiva, orientada 
no solo a la reducción de la vulnerabilidad ante riesgos climáticos futuros, sino también al 
fortalecimiento de la capacidad de respuesta y resiliencia respecto de los impactos ya 
producidos. Con ese objeto, el Acuerdo, reconociendo la especial vulnerabilidad de 
determinados países (v.gr., los pequeños Estados insulares), reafirma –en consonancia con 

                                                           
2 Así ocurría con los créditos “Hot Air” –excedentes de unidades de emisión no derivados de acciones reales 
de mitigación climática– de países de la ex Unión Soviética y Europa del Este, generados como consecuencia 
de la significativa reducción de emisiones de GEI derivada del proceso de transición y contracción económica 
posterior a la disolución de la URSS en la década de 1990 (Laub Benavides & Matos Flores-Guerra, 2008: 247) 
3 Tal fue el caso de los Países Bajos que, a través del programa Certified Emission Reduction Unit Procurement 
Tender (CERUPT), financió diversos proyectos de reducción de emisiones en países en desarrollo –entre ellos, 
Brasil, Costa Rica y Panamá–, principalmente vinculados a plantas hidroeléctricas y a proyectos de captura de 
gas de relleno sanitario. Las reducciones de emisiones generadas por dichos proyectos, en su mayoría, eran 
computadas por dicho país para el cumplimiento de sus compromisos bajo el Protocolo de Kyoto, en la medida 
en que fueran certificadas y registradas como Certified Emission Reductions (CERs), conforme al “Mecanismo 
de Desarrollo Limpio”, previsto en el art. 12 del Protocolo (Instituto Pembina para el Desarrollo Apropiado, 
2004: 38–39). 
4 Este mecanismo –más allá de la flexibilidad que caracteriza al régimen del Acuerdo de París– se encuentra 
sujeto a reglas contables y ambientales estrictas, de acuerdo a lo previsto en el art. 6 inc. 2 de dicho tratado. 
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la CMNUCC y el Protocolo de Kyoto– la obligación de los países desarrollados de prestar 
apoyo financiero a los países en desarrollo para hacer frente a los impactos adversos del 
cambio climático. 

 
Finalmente, en este orden de consideraciones, vale decir que el Acuerdo de París 

incorpora un marco institucional para abordar las pérdidas y daños derivados de los efectos 
adversos del cambio climático –sin que ello implique responsabilidad internacional ni 
obligaciones de compensación–, aspecto ausente en la CMNUCC y en el Protocolo de Kyoto 
(Ver Tabla 1). 

Tabla 1. Principales instrumentos sobre cambio climático. 

 Convención Marco de 
las Naciones Unidas 
sobre el Cambio 
Climático (9 de mayo de 
1992) 

Protocolo de Kyoto (11 de 
diciembre de 1997) 

Acuerdo de París (12 de 
diciembre de 2015) 

1. Objetivo Estabilización de las 
concentraciones de gases 
de efecto invernadero 
(GEI) para evitar 
interferencias 
antropogénicas peligrosas 
en el sistema climático, sin 
establecimiento de un 
plazo determinado para 
lograrlo (conf. art. 2). 

Reducción de emisiones de 
GEI en al menos un 5% por 
debajo de los niveles de 
1990 durante el primer 
período de compromiso 
(2008-2012), a cargo del 
conjunto de las Partes del 
Anexo I de la CMNUCC (conf. 
art. 3 inc. 1). 

Limitación del aumento de la 
temperatura global promedio 
por debajo de los 2º C (con 
esfuerzos para no superar los 
1.5º C); fortalecimiento de la 
adaptación y la resiliencia 
climática; y alineación de los 
flujos financieros con un 
desarrollo bajo en emisiones 
de GEI y resiliencia climática 
(“triple objetivo”), sin 
establecimiento de un plazo 
concreto para alcanzar el 
punto máximo de emisiones 
de GEI (conf. arts. 2 y 4 inc. 1). 

 Objetivos generales (sin 
metas cuantificadas ni 
límites obligatorios de 
emisiones). 

Objetivo cuantificado 
(obligaciones concretas para 
países del Anexo I). 

Objetivos globales rígidos (las 
metas nacionales de 
reducción son flexibles). 

Mitigación de 
emisiones GEI 

Liderazgo de los países 
desarrollados en la 
reducción de GEI, 
conforme al principio de 
las “responsabilidades 
comunes pero 
diferenciadas” (arts. 3 inc. 
1, 4 incs. 1 y 2, y 10). 

Compromisos cuantificados 
únicamente para los países 
industrializados y economías 
en transición del Anexo I de 
la CMNUCC, conforme a una 
aplicación estricta del 
principio de las 
“responsabilidades comunes 

Contribuciones determinadas 
a nivel nacional para todos 
los países, conforme a una 
aplicación flexible y universal 
del principio de las 
“responsabilidades comunes 
pero diferenciadas”, con los 
países desarrollados 
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pero diferenciadas” (arts. 2, 
3, 10 y 13 inc. 4, apdos. “c” y 
“d”). 

encabezando los esfuerzos 
(arts. 2 inc. 2, 4 y 13 inc. 1). 

 Ausencia de enumeración 
de GEI (solo refiere al CO₂) 
(conf. art. 4 inc. 2 apdo. “a”). 

Proporciona enumeración 
de GEI (conf. Anexo “A”). 

Ausencia de enumeración de 
GEI. 

 No prevé reducciones de 
GEI fuera del territorio 
nacional. 

Permite reducciones de GEI 
fuera del territorio nacional 
mediante mecanismos de 
flexibilidad, como el 
Mecanismo de Desarrollo 
Limpio (MDL) (art. 12 inc. 3 
apdo. “b”) 

No contempla un sistema de 
cómputo de reducciones de 
GEI obtenidas fuera del 
territorio nacional en los 
términos del MDL, sino que 
establece un esquema de 
cooperación internacional 
basado en la transferencia de 
resultados de mitigación, 
sujeto a reglas contables y 
ambientales más estrictas 
(conf. art. 6 inc. 2). 

 No contempla un mercado 
de carbono ni mecanismos 
de flexibilidad para la 
reducción de GEI. 

Prevé un sistema de 
mercado de carbono y 
mecanismos de flexibilidad 
para que los países del 
Anexo I cumplan sus 
compromisos de limitación y 
reducción de emisiones de 
GEI (conf. arts. 6 inc. 1 y 17). 

No prevé un mercado de 
carbono en sentido estricto, 
pero habilita mecanismos de 
cooperación entre Estados 
(p.ej., a través de la 
transferencia de resultados 
de mitigación) y contempla 
enfoques no basados en el 
mercado (conf. art. 6 incs. 2, 
4 y 8). 

2. Adaptación 
al cambio 
climático 

Abordaje preventivo 
basado en el principio de 
“precaución”, sin 
desarrollo de un enfoque 
específico de adaptación 
(arts. 3 inc. 3 y 4 inc. 1 
apdo. “e”). 

Carece de abordaje 
específico (foco en la 
mitigación). 

Abordaje mixto (preventivo y 
reactivo), con una óptica 
“integral” y “participativa” 
que involucra múltiples 
niveles y actores (arts. 2 inc. 
1, apdos. “a” y “b”, 7 incs. 2 y 
5, y art. 8). 

 Reconocimiento de la 
mayor vulnerabilidad de 
los países en desarrollo y 
cooperación prioritaria de 
los países de los Anexos I y 
II (conf. art. 4 inc. 4). 

Mantiene el reconocimiento 
de la mayor vulnerabilidad 
de los países en desarrollo 
conforme a la CMNUCC (arts. 
10 apdo. “c” y 11). 

Reafirma la mayor 
vulnerabilidad de los países 
en desarrollo, en especial de 
los países menos adelantados 
y de los pequeños Estados 
insulares, y establece la 
obligación de apoyo 
financiero de los países 
desarrollados (conf. art. 9). 
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 Referencias genéricas a la 
adaptación, dentro de los 
compromisos generales de 
las Partes (conf. art. 4). 

Referencias limitadas y 
accesorias a la adaptación, 
vinculadas a la cooperación y 
a mecanismos de 
implementación (conf. arts. 
10 y 12). 

Referencias estructuradas y 
autónomas a la adaptación, 
mediante el establecimiento 
de un “objetivo mundial” de 
adaptación (conf. art. 7). 

Pérdidas y 
daños frente al 

cambio 
climático 

Ausencia de un régimen 
específico sobre pérdidas y 
daños, con referencias 
generales a los efectos 
adversos del cambio 
climático y al apoyo 
financiero para la 
adaptación (arts. 3 incs. 1 y 
2, y 4 inc. 4). 

Ausencia de un régimen 
específico sobre pérdidas y 
daños, con referencias 
generales a los efectos 
adversos del cambio 
climático y a mecanismos de 
apoyo financiero asociados 
con la adaptación de los 
países en desarrollo (arts. 3 
inc. 14 y 12 inc. 8 in fine). 

Contempla un marco 
institucional de cooperación 
entre todas las Partes en 
materia de pérdidas y daños 
(“Mecanismo Internacional 
de Varsovia”), orientado al 
apoyo técnico, la 
coordinación y el 
fortalecimiento de 
capacidades, sin 
reconocimiento de 
responsabilidad ni de 
obligaciones de 
compensación (conf. art. 8). 

Elaboración propia. Se destacaron aspectos relacionados con el cambio climático. 

 
Consideraciones finales 

Toda ponderación –y en este caso, comparación– es una reflexión insinuante que nos invita 
a seguir profundizando y desarrollando los muchos aspectos que se desprenden de la 
cooperación internacional para el medioambiente, lo cual nos permite identificar no solo 
los avances, sino también las tensiones y limitaciones que inciden en su plena eficacia. 
 

Y es que, si bien los tratados analizados plasman una evolución normativa en lo que 
respecta al régimen internacional de cambio climático, con un abordaje más específico e 
integral de los problemas ambientales que trasciende la mitigación de las emisiones de GEI 
(p.ej., adaptación y resiliencia climática), lo cierto es que dichos avances no han estado 
exentos de lagunas y tensiones normativas –entre las que se encuentra, por un lado, la 
ausencia de un régimen de responsabilidad climática para los países con mayor incidencia 
en el calentamiento global y, por otro, las controversias derivadas de la aplicación del 
principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas–. Tampoco han estado exentos 
de retrocesos, como lo evidencia el papel de Estados Unidos –segundo emisor mundial de 
GEI–, cuyo abandono de la CMNUCC y del Acuerdo de París –tras el previo reingreso de este 
último bajo la administración de Joe Biden– reflejan las persistentes dificultades asociadas 
a la voluntad política de los principales emisores. Esto ocurre aun cuando –más allá de las 
tensiones normativas señaladas– dichos tratados prevean disposiciones flexibles orientadas 
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a favorecer su adhesión y permanencia, como las establecidas en el Acuerdo de París a 
través del esquema de las contribuciones determinadas a nivel nacional, en virtud del cual 
cada país tiene la libertad para fijar sus propios objetivos de emisiones. 

De ahí que el escenario descripto pone de manifiesto que la efectividad de los avances 
en esta materia no se explica únicamente por su diseño jurídico –insuficientemente dotados 
de incentivos normativos para los principales emisores–, sino también por las dinámicas 
políticas oscilantes que atraviesan a estos actores, estrechamente vinculadas a sus 
prioridades políticas y económicas internas. Ello, sin perjuicio del papel cada vez más 
relevante que vienen asumiendo las economías emergentes en este ámbito –como China, 
India o Brasil–, las cuales, junto a un reducido número de países (Estados Unidos, Japón, 
Alemania, Francia, Reino Unido y Rusia), han devenido en “potencias climáticas”, ya sea por 
su creciente incidencia en los niveles globales de emisiones, como por su contribución al 
objetivo “cero neto” de GEI. 

Así, en el contexto actual, las emisiones globales continúan siendo elevadas y los 
combustibles fósiles –petróleo, gas y carbón– aún suministran alrededor del 80% de la 
energía primaria mundial, lo que conlleva un riesgo considerable de que la temperatura 
media de la Tierra aumente hasta un 2,9 ºC para el año 2100, según estimaciones del 
Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (2023). 

 
No obstante lo poco auspicioso de este panorama, también es cierto que en los últimos 

años ha cobrado impulso  un proceso de “transición energética” –impulsado en gran medida 
por el Acuerdo de París– en el que las inversiones tanto del sector público como privado, 
incluidas las grandes empresas petroleras como Chevron (Estados Unidos), Sinopec (China) 
y Petrobras (Brasil), han ido ganando terreno en las denominadas “energías limpias y 
renovables”, motivadas por la reducción de sus costos como por las crecientes exigencias 
de sostenibilidad de los mercados globales. Tan es así que, de acuerdo con proyecciones de 
la Agencia Internacional de la Energía, en 2025 dichas inversiones habrían alcanzado los 2,2 
billones de dólares, superando a las destinadas a las fuentes energéticas tradicionales, 
estimadas en 1,1 billones de dólares, sin que ello se traduzca necesariamente en un 
desplazamiento estructural de estas últimas en la matriz energética mundial (Agencia 
Internacional de la Energía, 2025). 

 
Por todo lo comentado, y ante la persistente renuencia de gran parte de las potencias 

climáticas a asumir sus compromisos acordes a su posición de poder en la política ambiental 
global, entendemos que la cooperación internacional –cuyo alcance no se agota en la 
conducta estatal individual– sigue constituyéndose, pese a los crecientes cuestionamientos, 
en un factor clave para abordar los desafíos estructurales del régimen climático, como lo 
viene demostrando la actuación de la Unión Europea a través de sus constantes esfuerzos 
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por reducir las emisiones de GEI. En efecto, este deber de cooperación ambiental se 
desprende del ordenamiento jurídico internacional en su conjunto, tal como lo ha resaltado 
la Corte Internacional de Justicia en su reciente Opinión Consultiva sobre las “obligaciones 
de los Estados en relación con el cambio climático”, del 23 de julio de 2025, al reconocer el 
carácter consuetudinario de determinadas obligaciones ambientales y al destacar la 
interrelación de este ámbito con otras ramas del derecho internacional.
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